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Presentación del libro Mujer, Trabajo y Seguridad Social 



1. El presente libro se inscribe en la línea de publicaciones que han ido recogiendo las ponencias y comunicaciones de las 29 JORNADAS DE DERECHO VIVO DEL TRABAJO, que se vienen desarrollando con ritmo anual, desde 1981, unas veces como estudios monográficos en la Sección correspondientes de la revista Actualidad Laboral; otras veces, como ahora, en formato libro autónomo; siempre, eso sí, desde 1984, con el sello editorial de LA LEY.

La diferencia de género o carácter de la publicación -libro o estudio de revista- responde al distinto marco de desarrollo de la investigación: una veces, en cuanto JORNADA que se celebra, año a año, en Madrid; otras veces, por tratarse de un XACOBEO LABORAL. La Jornada tiene una máxima concentración temática: sobre una única Ponencia gira el debate a lo largo de una mañana, de 09:00 a 14:00 horas. La reunión en asamblea de los jornadistas (sobre 130, en promedio) tiene lugar en Madrid; y al celebrarse, desde su origen hasta el año 2003, en el Hotel Mindanao -sede que tenía una especial vinculación con Galicia- fueron conocidas en el mundo de la Judicatura, de la Universidad y de la Empresa como Jornadas Mindanao.

Cuando ha sido AÑO SANTO EN COMPOSTELA, la Jornada de ese año pasaba a SEMINARIO y se celebraba en Galicia (1993, La Toja; 1999, La Coruña; 2004, Compostela; ahora, 2010, otra vez Santiago de Compostela) con el título de XACOBEO LABORAL. En tales casos es Presidente el Excmo. Sr. Presidente de la Xunta de Galicia. Suele haber una Presidencia de Honor, que abre -o cierra- la Jornada, a su elección. En cualquier caso, el Presidente de la Xunta pronuncia la Conferencia de clausura (en el Palacio de Fonseca, Paraninfo de la Universidad de Santiago de Compostela, un sábado, sobre las 10:00 horas). A continuación, en la Misa solemne en la Catedral (sábado, 12:00 horas) lee la Invocación al Apóstol un invitado especial.

2. Las Jornadas anuales tratan de reflexionar sobre un tema jurídico-laboral de máxima actualidad. Así, por ejemplo, en la Jornada de 2005 el tema fue: «Efectos laborales de la subcontratación de obras o servicios: puntos críticos». En la de 2006: «Nuevos debates sobre el régimen jurídico de la jubilación forzosa tras la Ley 14/2005, de 1 de julio». En 2007 fue: «Aplicación y prueba del Derecho extranjero en el Orden laboral», en atención a la internacionalización creciente de las relaciones de empresa y trabajo. En 2008 fue: «Mutuas de Accidentes de Trabajo y Seguridad Social: puntos críticos». En 2009 fue: «Régimen jurídico-social de los trabajadores autónomos: puntos críticos».

3. Los citados Seminarios extraordinarios (Xacobeos Laborales) abordan en profundidad temas más abiertos. Han sido, tal y como aparecen en los títulos de los consiguientes libros ya publicados:


	
a) La Toja-Santiago (1993): La reforma del mercado de trabajo, Madrid, 1993 (1.111 págs.). 

	
b) La Coruña-Santiago (1999): Trabajo y libertades públicas, Madrid, 1999 (572 págs.). 

	
c) Santiago (2004): Nueva sociedad y Derecho del Trabajo, Madrid, 2004 (681 págs.). 



El IV XACOBEO LABORAL (2010) ha tratado el tema de «Mujer, Trabajo y Seguridad Social» (Santiago, 2010), que da título a este libro.

4. En todas las Jornadas y Xacobeos me ha correspondido el honor y la responsabilidad de atender a la «promoción de promotores» -valga la expresión- así como al diseño del Programa y a la dirección técnica de las reuniones generales.

5. Para lograr la deseada y enriquecedora comunicación entre los distintos sectores de estudiosos del Derecho Social del Trabajo, tanto en las Jornadas como en los Seminarios participan: a) Magistrados [TC; TS, Sala de lo Social, prácticamente en pleno; Audiencia Nacional (Sala de lo Social); Tribunales Superiores de Justicia (Presidentes de Sala de lo Social)]. b) Profesores de Universidad: catedráticos y titulares de Derecho del trabajo; profesores investigadores; ayudantes y becarios de investigación. c) Profesionales y expertos en Relaciones Laborales: abogados; asesores y directivos de empresa. En los XACOBEOS LABORALES hay una presencia reforzada, en los tres sectores, de profesionales de Galicia.

6. El libro que, una vez más, publica LA LEY (Wolters Kluwer) recoge las Ponencias que fueron expuestas y defendidas en este IV XACOBEO LABORAL (3-5 de junio de 2010) conforme al Programa General, y que contaron con la ilustración y desarrollo de las correspondientes Comunicaciones, igualmente monográficas. Unas y otras quedaron enriquecidas con las Lecciones especiales del Acto de Apertura y del Acto de Clausura del Seminario: la primera, por Beatriz Mato Otero, Conselleira de Traballo e Benestar; la segunda, por Alberto Núñez Feijóo, Presidente de la Xunta de Galicia. La primera se publica ahora y honra al conjunto; la segunda, que fue -a mi juicio- una magistral exposición de los criterios y datos de la política de igualdad y de conciliación a favor de la mujer trabajadora y de la familia en Galicia, muy a mi pesar e insistencia, sigue inédita.

7. La sistemática del libro sigue la programación del Sumario, con seis grandes partes; a saber:


	
- El perfil social de la mujer trabajadora en España. 

	
- Mujer y trabajo a tiempo parcial y medidas de adaptación de la duración y/o de la distribución de la jornada (reducciones, horarios flexibles, turnos de trabajo, movilidades, etc.). 

	
- La suspensión del contrato de trabajo de la mujer trabajadora. 

	
- La extinción del contrato de trabajo de la mujer trabajadora. 

	
- Mujer y deporte profesional. 

	
- Mujer y salud en el trabajo. 



Van precedidas de una Introducción, que orienta sobre razones y objetivos del IV XACOBEO LABORAL.

En conjunto, con un total de 116 especialistas asistentes, los capítulos firmados corresponden a 37 autores y ofrecen tanto información fiable como soluciones jurídicas a los grandes temas de la conciliación de la vida personal y familiar con el empleo. Siempre, a la luz de la legislación y -es un dato sobresaliente- de la mejor y/o más actual doctrina judicial y jurisprudencia.

Las Ponencias y Comunicaciones han sido tan logradas que, sin más correcciones que las erratas de ordenador, ha sido posible su publicación. La coordinación, pues, del material del libro ha sido fácil, sin más demoras que las inevitables en un periodo de tiempo de vacaciones, como son siempre los meses de julio y agosto. A todos los autores, así como al personal de gestión de mi despacho y de LA LEY -Actualidad Laboral-, un testimonio renovado de gratitud.

Madrid, 15 de septiembre de 2010







Lección de apertura del IV Seminario Xacobeo Laboral 

 Intervención de la Excma. Sra. D.ª Beatriz Mato Otero, Conselleira de Traballo e Benestar (Xunta de Galicia) (1) 




Buenos días a todas y a todos.

Considero que la celebración de este seminario y su temática es especialmente oportuna en el momento actual. Un momento en el que la crisis económica apunta, esencialmente, a la urgencia de hacer reformas profundas en nuestro sistema. No solo económico, sino también, y estrechamente relacionado con el anterior, el sistema social. En definitiva, nuestro Estado del Bienestar.

Desde la Xunta de Galicia defendemos que no existe bienestar económico sin bienestar social, y viceversa. Por ello, profundizar en el análisis de las condiciones de trabajo, como punto de partida de la igualdad de oportunidades, es una de las tareas que ahora mismo se presenta como fundamental.

En lo que se refiere al papel de la mujer en el mercado laboral, no hay duda alguna de que se han producido avances significativos. Pero tampoco podemos dejar de reconocer que esos avances han sido más rápidos en lo teórico que en lo práctico. Nuestras sociedades todavía no han sido capaces de adaptarse a los nuevos roles personales y familiares, que han cambiado esencialmente en el caso de las mujeres. Es necesario avanzar en los cambios de la estructura laboral y en la nueva configuración de las políticas sociales, dentro de un marco de transversalidad para lograr integrar la perspectiva de género.

La transformación de estructuras precisa de una óptica que vaya más allá de la atención concreta o focalizada. Quiero dejar claro mi convencimiento de que la igualdad debe ser un objetivo de toda la sociedad, y no solo de las mujeres. Porque la Historia nos ha demostrado que las desigualdades no solo perjudican a las personas discriminadas, sino que acaban generando desajustes que afectan a toda la sociedad y a todos los ámbitos del desarrollo.

El papel de las mujeres en el mercado laboral fue subsidiario durante mucho tiempo. Todavía hoy lo es, en muchos países. Subsidiario por la escasa presencia de las mujeres en el trabajo, debido al mantenimiento de los roles básicamente domésticos y a los obstáculos en el acceso al empleo. Subsidiario por la menor calidad y remuneración de los trabajos. Y, sin embargo, las mujeres han contribuido de forma decisiva al mantenimiento de los sistemas sociales y económicos.

En cuanto a los dos factores que acabo de nombrar, sucede que, en los países desarrollados, se ha corregido la poca presencia femenina en el mercado laboral. Pero nuestro acceso al trabajo ha sido a costa de muchas renuncias:


	
- Renuncias a la igualdad de salarios, a la igualdad de contratos y a la igualdad en el acceso a puestos con poder de decisión. 

	
- Y renuncias a la calidad de vida, porque las mujeres se han incorporado a este nuevo rol de trabajadoras, sin abandonar el antiguo. Y ese coste personal es tan elevado que ni siquiera podríamos cuantificarlo. 



Está claro, por lo tanto, que todavía tenemos mucho que avanzar para que el Estado del Bienestar se ponga a la altura de lo que demanda la sociedad actual. Y eso tenemos que hacerlo en dos vías: la de las políticas sociales y la de las políticas de empleo. Ambas, estrechamente ligadas.

El hombre ya no es el sostén principal de la familia. La mujer ya no tiene un papel subsidiario. Las aportaciones a los fondos sociales proceden de ambos, y son beneficiarios en la misma medida de las prestaciones públicas. Mientras que antes la mujer era beneficiaria de ciertas prestaciones por los derechos adquiridos por el cónyuge. Hoy la mujer reclama su propio espacio. Y los modelos familiares distan mucho de los de hace solo dos décadas. Su propio espacio en las políticas sociales, como herramientas que impulsen a cada individuo. Y su propio espacio en las políticas laborales y económicas, como protagonistas en igualdad y como sujetos activos en la toma de decisiones.

El cambio al que ahora está siendo sometido el mundo nos proporciona una oportunidad única para realizar los ajustes oportunos en todos esos escenarios. En definitiva, de traducir a la práctica, y con el esfuerzo de todos y todas, el ideario de la igualdad y la aplicación de las numerosas normativas, regionales, estatales e internacionales, de igualdad de género.

En el ámbito del trabajo, abunda la legislación tendente a garantizar la igualdad en todos los términos de la relación laboral:


	
- La igualdad en el acceso. 

	
- La igualdad en los contratos. 

	
- La igualdad en la remuneración. 

	
- E incluso hay cláusulas que contemplan las garantías necesarias en caso de maternidad y de conciliación. Sin embargo, la conciliación y la igualdad distan mucho aún de ser una realidad, tanto en el tipo de trabajo, como en el contrato, como en la categoría profesional. 



Quiero aclarar que no concibo la conciliación como necesidad única de las trabajadoras en femenino, puesto que la corresponsabilidad es otro de los aspectos a introducir. Pero a nadie escapará que, por mayoría abrumadora, son todavía las mujeres las que acusan las consecuencias de la falta de conciliación, y esas consecuencias son la renuncia al tiempo propio, o la renuncia a mayores responsabilidades, o la renuncia a un contrato a tiempo completo. El tiempo de las renuncias tiene que acabarse.

Y estoy segura de que este Seminario va a ofrecer, gracias a la contribución de los distinguidos expertos que en él participan, muchas de las pistas a seguir en ese camino. Un camino en el que tenemos que implicarnos, por igual, las Administraciones, las empresas y los agentes sociales. Todos tenemos que hacer esfuerzos y contribuciones, porque no hay espacio ni tiempo para dilatar más el cumplimiento de esta responsabilidad común.

Cabe aquí recordar que el Consejo de Europa señaló, en el año 2006, que las políticas de igualdad entre hombres y mujeres son instrumentos esenciales para el crecimiento económico, la prosperidad y la competitividad. Y creo que nuestro sistema laboral cuenta ya con herramientas que debemos emplear, también, para este objetivo:


	
- En primer lugar, los convenios colectivos, que han de ser el lugar donde se reflejen las normas vigentes, y donde los empresarios y los trabajadores asienten su compromiso con la igualdad. 

	
- En segundo lugar, los programas de Responsabilidad Social Empresarial, y el establecimiento de los Planes de Igualdad en las empresas, que son la expresión máxima de reconocimiento de las empresas como sujetos activos socialmente, y cuyo papel va mucho más allá del desempeño económico que las define. 

	
- Sujetos que ocupan un espacio importante en la vida de las personas y que, por lo tanto, han de ser garantes esenciales de la igualdad. 



No quiero finalizar sin referirme al claro compromiso de la Xunta de Galicia con las políticas de igualdad de género. No solo a través del organismo específico, dependiente directamente de Presidencia, como es la Secretaría Xeral de Igualdade, sino también a través de todos los mecanismos de la Administración, que articulamos desde la perspectiva de la igualdad y, en concreto, en el empleo, que es el tema que nos ocupa. Así, la Consellería de Traballo e Benestar cuenta con un Servicio de Igualdad Laboral, que entre otras cosas se encarga de informar acerca de los convenios colectivos de nuestra Comunidad Autónoma.

Pero además, todas nuestras políticas están orientadas a garantizar el objetivo de acceso y permanencia de las mujeres en el empleo, garantizar la igualdad en las relaciones laborales, contemplar los riesgos específicos de las mujeres en el trabajo, así como las profesiones feminizadas, etcétera.

Las mujeres son colectivo preferente en todas las órdenes de convocatoria de acciones de fomento de la empleabilidad y de formación. Una preferencia que se incrementa en el caso de que concurran otras circunstancias como la discapacidad, la violencia de género, la presencia de menores o personas dependientes a cargo, y el riesgo de exclusión.

Impulsamos ayudas a los ayuntamientos para la promoción de programas de conciliación en el entorno municipal, a través de bancos de tiempo, planes de programación de tiempo en la ciudad, etcétera.

Impulsamos ayudas a las empresas, incluso a las que legalmente no tienen obligación, para la realización y el establecimiento de planes de igualdad.

Hemos puesto en marcha la Marca Gallega de Excelencia en Igualdad, un distintivo para aquellas empresas que se distingan por su política de respeto e impulso a la igualdad.

Hemos aprobado la relación de organismos de la administración autonómica y entidades del sector público que están obligados a la elaboración e implantación de planes de igualdad. Porque tenemos que dar ejemplo.

Y, en el marco del Instituto Galego de Seguridad y Salud Laboral, hemos constituido la Comisión permanente para la integración de la igualdad en las políticas autonómicas de prevención de riesgos laborales.

Éste es el compromiso de la Xunta de Galicia.

No quiero extenderme más. Gracias de nuevo a la organización de este seminario y mis deseos de que sus resultados sean productivos para todos y todas. Muchas gracias.





	 (1) 

	Acto de apertura, el día 4 de junio de 2010. Santiago de Compostela.


	 Ver Texto 







Invocación al Apóstol Santiago 



Muy venerado y querido Apóstol Santiago: Somos un grupo de profesionales de la judicatura, de la universidad, de la función pública, de la abogacía y de la empresa, que nos hemos reunido aquí, en tu bendita Ciudad de Compostela, para estudiar los problemas de la Mujer en el trabajo y, con ello, buscamos soluciones para la conciliación de la vida personal y familiar con el empleo.

Al invocarte en este Acto -que me emociona y me conmueve-, actúo en nombre de mis compañeros y en el mío propio y quiero, ante todo, testimoniarte nuestra profunda gratitud desde mi condición de española, de europea y de mujer. Como española, por cuanto elegiste traer a mi tierra, España, el Evangelio; y después quedarte en ella por los siglos de los siglos en esta hermosa y Santa Catedral. Como europea, por cuanto al hacer llegar hasta tu Sepulcro peregrinos de Francia, de Alemania, de Holanda, de Portugal, de Italia y de otras muchas naciones has propiciado la mejor de las uniones entre los pueblos: la que se asienta en un espíritu común. En fin, también como mujer, pues tú has repetido en nuestra tierra el mensaje de la igual dignidad humana sin diferencias por razón de sexo, tal y como afirmó Pablo de Tarso: «Ya no hay judío ni griego; no hay esclavo ni libre;no hay hombre ni mujer; porque todos vosotros sois uno, en Jesús, el Mesías».

Pero también, Apóstol Santiago, queremos que nos sigas cuidando y protegiendo, pues ya sabes muy bien que quien hace generosa donación será abrumado con nuevas peticiones. Y así, una vez más en nombre de mis colegas y en el mío propio, te pido como trabajadora española que atiendas de modo especial a quienes carecen de empleo. Como trabajadora europea, que en la Unión que tal nombre lleva los humanistas desplacen a los burócratas para que dicha Unión -y, con ella, España- sean fieles a sus raíces cristianas. Y como mujer, que se erradique totalmente la violencia de género. Y que la trabajadora, ya lo sea solo en el hogar; ya lo sea, también, en el hogar y fuera del hogar, alcance el reconocimiento y las ayudas que su vital función social merece. Y que esposos, hijos, hermanos, abuelos y nietos gocen los beneficios de la salud, de la paz y del amor en una familia sólida, cordial y alegre. Para todo ello, pido tu favor; a la vez que ruego aceptes esta humilde ofrenda floral, que llega a tu altar de manos de estas niñas, hermanas gemelas, que nacieron en el Año Santo Compostelano de 2004. Y con ellas, y para todos nosotros, tu benéfica bendición.






Cotitularidad de las medidas legales para la conciliación de la vida familiar y laboral 



Testimonio mi gratitud -en primer lugar- al equipo femenino que desde hace más de 25 años me garantiza la aparición puntual -antes, semana a semana; desde hace seis años, quincena a quincena- de la revista Actualidad Laboral y que ahora se ha volcado en el proceso de preparación de este Xacobeo Laboral.

Similar gratitud debo y confieso para los representantes de las demás entidades patrocinadoras y cooperadoras de este IV Xacobeo; a saber: la Xunta de Galicia y, con ella, de su Presidencia, de la Consellería de Traballo e Benestar, y del Consello Galego de Relacións Laborais; de FREMAP y de su Fundación; de El Corte Inglés -Departamento de Personal, Asesoría jurídica y Viajes-; del Instituto Nacional de la Seguridad Social (INSS); y de la Asociación de Mutuas de Accidentes de Trabajo (AMAT).

En términos similares hago mención del Consejo General del Poder Judicial; y con él, de los despachos de abogados que constan en el programa; así como de las Cátedras de Derecho del Trabajo de las Universidades de Galicia, pues su apoyo moral ha sido -está siendo- un honor y una responsabilidad.

Y al hablar de responsabilidad dedico un recuerdo especial a Su Alteza Real, D.ª Elena, Infanta de España, Duquesa de Lugo, Directora de Proyectos Sociales y Culturales de la Fundación de MAPFRE, que como Presidenta de Honor del Seminario, al no poder estar hoy en Santiago, a través de su Casa Civil me hizo llegar su saludo para todos nosotros y sus deseos de éxito.

También extiendo mi reconocimiento a todos los asistentes a las distintas actividades del Seminario. En total, 150 personas. De ellas, 117 partícipes -partícipes con voz y voto, cabe decir-, en ponencias y seminario, con la siguiente clasificación profesional: jueces y magistrados, 24; catedráticos y profesores de universidad, 44; directivos y técnicos superiores de la función pública, 8; abogados y asesores de empresa, 41.

En términos más detallados, han estado implicados personalmente, de un modo directo e inmediato en ponencias y seminarios, 24 especialistas: 14 hombres y 10 mujeres. Cumplimos con creces con los porcentajes de paridad.

Y, si extremamos el análisis, desde la perspectiva de mi tierra, puedo decir que entre esos 117 partícipes, somos gallegos: 33; y no gallegos: 84.

El conjunto total, de 150 personas, ha vuelto a ser -como en las ediciones anteriores de 1993, 1999 y 2004- el grupo más integrado que cabría imaginar. Y para mí, como Director Técnico del Seminario, es el conjunto más disciplinado y más activo que podría desear. Ponencias, seminarios alternativos, desplazamientos: siempre contaron con la asistencia y la participación buscada, e hicieron bueno aquel principio de que una persona con formación para ser puntual no requiere ni de timbres ni de campanillas ni menos de trompetas: le basta con disponer de un programa-horario y un reloj.

En cuanto al objeto material del Seminario Mujer, Trabajo y Seguridad Social, su desarrollo fue técnico -predominantemente técnico- tanto en sus ponencias y comunicaciones como en los debates. Eso quiere decir que, tal y como fue programado, evitó la que era casi irresistible tentación de entrar en los laberintos del poder y de la sumisión en las relaciones entre hombre y mujer. O, en términos de titular de periódico, de la lucha entre los sexos. Y de su proyección en el trabajo y en sus derivados de Seguridad Social o, sin más, de Protección Social.

En España -en Europa- o, si se me permite, en las culturas de base cristiana y, por desgracia para las mujeres, solo en ellas- la cuestión de fondo está resuelta. El criterio estructural es el que campea en la portada del Programa de este IV Xacobeo: «Tanto monta, monta tanto».

Es el lema tan conocido, de los Reyes Católicos. Y permite situar a Isabel y Fernando en la cabeza del movimiento europeísta de la paridad de la mujer con el hombre. O del hombre con la mujer.

¿Citar en positivo a los Reyes Católicos es políticamente incorrecto? Pues, para mí y en este caso, a título personal, sin implicar a nadie en mi posición: ¡Viva la incorrección política!

Es más, la duplico. Pues uno y otro son en sus emblemas reales un modelo para el mutuo respeto entre el hombre y la mujer aún dentro de la sociedad matrimonial. A saber: cuando Isabel busca una divisa cortés para su Casa -así se llama en Heráldica- elige como símbolo las «flechas», pues la inicial de tal palabra es «F», la inicial del nombre de Fernando. Y cuando Fernando busca su divisa cortés, elige el yugo, pues la «Y» griega de «yugo» era entonces la letra inicial del nombre de su Isabel.

Igualdad y, con ella, respeto mutuo. La negación del machismo, la negación del feminismo. La afirmación del recíproco reconocimiento de una igual dignidad personal que se hará efectiva: en la unión conyugal; en la ordenación interna de la familia; en la organización política, social y laboral -laboral también, hay que insistir- de la vida en sociedad.

Tanto monta, monta tanto: si así se hace quedan fuera de lugar los viejos estereotipos de la relación entre sexos que aún repiten las consejas rurales.

La mujer ya no es el auxiliar asociado; subordinado, sin proyecto vital propio. Ni tampoco es el asesor en la alcoba, o el jefe en la trastienda. Ya no hay dos planos en el ejercicio del poder: uno, manifiesto y aparente; el otro, tácito y real. La paridad de roles familiares y profesionales supera una y otra situación; y avanza hacia: la cotitularidad de derechos y deberes; la cotitularidad de beneficios y de responsabilidades; la cotitularidad de dispensas y de cargas.

Éste ha sido el tema monográfico de fondo del Seminario. Hubo que dejar fuera -además de las ya indicadas pautas de dominación y servidumbre- las medidas de acceso a la mujer en cuanto individuo: al mejor empleo; al mejor salario; a la mejor satisfacción en el trabajo; para centrarse en la situación de la mujer trabajadora con obligaciones familiares a su cargo.

Las dos ponencias del plenario y los cuatro Seminarios alternativos han desembocado -y esto era lo previsto- en el análisis de las medidas de conciliación de la vida familiar y del empleo.

Con lo que se ha podido concluir que la nueva legislación en la materia, desde la gran Ley de 1999, se ha tenido que abrir tanto a la mujer trabajadora-madre como al trabajador-varón progenitor. Así sucede, incluso en la pausa por lactancia.

Esta realización de la cotitularidad es la línea de fondo de la legislación laboral que al ocuparse de la situación social, efectiva, de hecho, de la mujer en el trabajo y en la Seguridad Social, ha ido dando entrada en el ámbito personal de las normas de protección tanto a la trabajadora-madre como al trabajador-varón progenitor.

Así sucede incluso en la pausa por lactancia. Y solo quedan excluidos los varones de la protección y de la responsabilidad que en cuanto a sus derechos y cargas familiares se dispensa a la mujer en los supuestos de embarazo y parto por evidentes imperativos biológicos.

Es decir, en la legislación laboral la erradicación del menosprecio de sexo se está equilibrando y ya juega tanto si el menospreciado es mujer como si es varón. Sin más excepción que el despropósito flagrante -enorme, anti-histórico- del régimen legal de la violencia de género.

Con esta salvedad, cabe decir que en último término -si bien se mira- la paridad en la legislación laboral se articula no en razón de la trabajadora o del trabajador en cuanto tales, sino en razón de la familia. Pero este es otro tema que muy bien puede ser objeto de estudio en el próximo Xacobeo Laboral. Al fin y al cabo, solo faltan once años. Y en Santiago de Compostela el tiempo es un factor elástico. Lo cotidiano y lo perenne son una misma y evidente realidad. La piedra se hace estrella; y la estrella eternidad. ¡Once años es nada!

Ánimo, pues. El V Xacobeo Laboral está a la vuelta de la esquina. Les invito a participar. Y les espero.

Muchas gracias. Ahora y siempre.
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 (1) 

Escribir es hacer precisamente lo contrario

de lo que hacen la mayoría de los que escriben (2) 

I.  PREÁMBULO

A la hora de sentarse ante la pantalla del ordenador con la sana intención de fijar alguna idea sobre el perfil social de las mujeres trabajadoras, emerge de repente un mar de dudas expresadas en forma de preguntas. Para empezar, ¿qué significa el término perfil? La desazón se amplía notablemente si a la palabra perfil le añadimos el adjetivo social. ¿Qué es, entonces, un perfil social? Los niveles de complejidad se acrecientan si al perfil social le incorporamos la matización de que se refiere dicho perfil social a las mujeres trabajadoras. Así, pues, a lo largo de estas páginas, se intentará explorar el perfil social de las mujeres trabajadoras en España, dentro del contexto natural de la Unión Europea, sin intentar siquiera resumir la cantidad ingente de literatura existente al respecto, con el ánimo explícito de no hacer lo que hacen la mayoría de escritores. Nuestra pretensión, en este punto, es muy modesta y se limita a aventurar algunos puntos críticos que dicho perfil social trataría de resaltar. Antes de nada, ¿qué es un perfil? Según la tercera acepción del término que figura en el Diccionario del español actual (SECO 1999) un perfil se refiere al conjunto de rasgos que definen el carácter o la condición de alguien o de algo. Es en este sentido preciso en el que orientamos este trabajo, intentando definir el conjunto básico de rasgos sociales, entendiendo el término rasgo como peculiaridad o nota característica de alguien o de algo (SECO 1999), que define a las mujeres trabajadoras españolas en el marco de la Unión Europea (UE). Son, en este sentido, las notas características diferenciales o peculiares de España las que intentamos poner de relieve, incidiendo en los puntos críticos más relevantes, tales como los modos diferentes de enfocar los estudios sobre el trabajo de las mujeres, que, con frecuencia, parten de supuestos teóricos y epistemológicos discrepantes y, en consecuencia, pueden terminar y, de hecho, terminan muchas veces en resultados de investigación discordantes. Se revisarán brevemente dos estrategias concretas como ejemplo de lo que queremos decir: la teoría de la discrepancia y la teoría feminista. Entre ambas existen modelos intermedios que tratan de incorporar aspectos relevantes de ambos enfoques, recurriendo a tipologías integradoras. Aunque, a primera vista, pudiera parecer desafortunado, se plantea de entrada un ejemplo, y solo a título de ejemplo, de conceptualización y operacionalización de un Índice de Igualdad de Género en la UE, algo así como un termómetro que posibilite tomar la temperatura y el pulso diferencial de los distintos países con respecto a la igualdad/equidad en el marco del trabajo de las mujeres. Pasaremos, seguidamente, a revisar la situación de las mujeres con respecto al mercado de trabajo, preferentemente en España, sin olvidar el contexto europeo en el que cada vez más se mueven las directivas y las propias políticas de la UE. Se incluirán en esta revisión temas tales como el trabajo a tiempo parcial y temporal, trabajo asalariado y no asalariado, trabajo doméstico con sus especificidades, calidad diferencial de los empleos, políticas familiares, prestaciones, y el significado del trabajo doméstico en la contabilidad nacional. Mención especial merecerá el entramado de la conciliación, el trabajo doméstico y la economía sumergida, así como los aspectos relativos a las mujeres ocupadas en trabajos no remunerados y las cargas familiares pagadas. Intentaremos, a partir de este punto, trazar un breve perfil de las mujeres trabajadoras españolas, para finalizar, sin querer resultar pretenciosos, con una prospectiva y pistas o sugerencias para la acción.

II.  OBJETIVO

Dentro del contexto del epígrafe anterior, se pretende, entre otras cosas, a lo largo de este trabajo, desvelar o, si se prefiere, desenmascarar el trasfondo ideológico que tiñe el tratamiento que los investigadores sociales vienen dando a los temas de las mujeres en general, y de las mujeres trabajadoras en concreto, a través de una variada gama de perfiles. De entrada, nuestras reflexiones intentarán eludir, en la medida de lo posible, el dictado de lo políticamente correcto, que ha ido permeando lenta pero sistemáticamente el reino de la investigación social sobre las mujeres, llegando a neutralizar la propia credibilidad de su propia actividad investigadora (3) .

Va siendo cada día más extraño afrontar los temas sociales con una cierta neutralidad en una sociedad que desde hace décadas se ha acostumbrado a lo políticamente correcto como modo habitual de pensamiento, sin parar mientes en que esta manera de proceder puede llevar a mecanismos desvirtuadores de la propia investigación social, tanto a nivel teórico como metodológico y técnico, de tal modo que este proceder termina convirtiéndose él mismo en un proceso social. Esta manera de enfocar los problemas a investigar va cristalizando poco a poco, pero inexorablemente, en un modo único de ver las distintas realidades sociales. Las propias estadísticas terminan convirtiéndose así en un dogma de obligado cumplimiento para todo el mundo, con lo que acaba siendo cierto el título de un interesante libro de Darrell HUFF: Cómo mentir con la estadística (1954). A lo que alude este provocador título es al hecho de que el punto de vista con que se enfoquen los datos resulta determinante a la hora de interpretarlos y de que no se puede generalizar indebidamente.

III.  DOS MODOS NO EXHAUSTIVOS DE ENFOCAR EL TRABAJO DE LAS MUJERES

Inicialmente podría indicarse que existen dos formas opuestas enfrentadas, aunque no contrarias, de enfrentarse al análisis de la realidad de las mujeres en el mercado laboral. Cada una de ellas ha ido generando una serie de mitos (4)  sobre el empleo femenino. Contaríamos, de una parte, con una corriente de investigación que pone el acento en una doble orientación de las mujeres: las que orientan su actividad preferentemente y de modo continuado hacia el trabajo y las que la encaminan prioritariamente hacia el matrimonio y la familia aunque entren de forma discontinua en el mercado de trabajo. Se trataría de un continuo polarizado, con sinuosidades y gradientes intermedios. De otro lado, hay una corriente de investigación, esencialmente enraizada en los estudios feministas, según la cual, no sería admisible la creencia de que las mujeres prefieran la vida doméstica a la carrera laboral profesional, salvo que la carrera de obstáculos (estructura social, sistema de valores, estereotipos y prejuicios) que supone para las mujeres trabajar las lleve a desistir en el empeño. Cada una de estas dos tendencias tiene su propia manera de analizar temas y puntos críticos tales como el impacto diferencial del trabajo temporal, el papel de las ayudas a la familia, la igualdad de derechos, deberes y oportunidades de los hombres y las mujeres en lo que al trabajo se refiere, el tipo de relación que las mujeres mantienen con el trabajo, el impacto de los hijos sobre la carrera laboral, y el trato de la ley en cuanto protectora o inhibidora de las aspiraciones de carrera de las mujeres, entre otras cuestiones relevantes.

IV.  EL ENFOQUE DE LA TEORÍA DE LA PREFERENCIA

Como exponente del primero de los dos enfoques a los que nos acabamos de referir cabría comentar el de la denominada teoría de la preferencia (HAKIM 1998). En síntesis, esta teoría brinda una explicación empírica y con capacidad predictiva de las elecciones diferentes que hacen las mujeres entre el desarrollo de una carrera laboral o más bien la dedicación al matrimonio, a la familia y a la crianza de los hijos en las sociedades modernas avanzadas/ricas, a partir del momento en que los métodos anticonceptivos permitieron que las mujeres controlaran su propia fertilidad. Esta teoría, obviando la uniformidad que el propio concepto de mercado laboral implica, destaca el hecho de que las mujeres tienen unas preferencias y gustos diferentes unas de otras, lo que da lugar a una tipología de tres grupos fundamentales de mujeres, en lo que al campo laboral se refiere. De una parte, existe una minoría, que se calcula en torno a un 20%, que prefiere centrar su vida y su actividad en el trabajo y que, en general, se inclina por no tener hijos. En el otro extremo, se da otra minoría, también en torno al 20%, que elige tener «muchos» hijos y trabajar poco fuera del hogar en trabajo remunerado. Tendríamos, por último, un tercer grupo de mujeres a las que HAKIM denomina adaptativas y que constituyen la gran mayoría (alrededor del 60%). Éstas se inclinarían por combinar un trabajo remunerado con el alumbramiento y crianza de los hijos. Una de las afirmaciones esenciales de la teoría de la preferencia sostiene que existen diferencias cualitativas importantes entre estos tres grupos con respecto a temas tan trascendentales como la respuesta de las mujeres a determinadas políticas económicas y sociales. También en España se han intentado construir tipologías de este tipo de preferencias basadas en datos de encuesta (IGLESIAS DE USSEL 2009: 66 y 67). En este trabajo, se obtiene esta tipología: (1) algo más de la mitad de las mujeres dan más importancia a lo económico-laboral que a lo familiar; (2) algo más de un tercio concede la misma importancia a lo laboral y económico que a lo familiar; y, finalmente, (3) en torno al 12% considera que la dimensión familiar es más importante que la económica y laboral. Como puede apreciarse, los resultados de ambas tipologías (HAKIM e IGLESIAS DE USSEL) discrepan en cuanto a las proporciones de casos en las casillas de dichas tipologías. La distribución de IGLESIAS DE USSEL es más asimétrica que la de HAKIM. El grupo de las que combinan sus preferencias es mayoritario en el caso de HAKIM, mientras que en el de IGLESIAS DE USSEL el grupo mayoritario es el de las que optan por la dimensión laboral y económica, lo cual es lógico ya que el estudio se refiere a las parejas jóvenes y no a población general, como en el caso de HAKIM, con lo que posiblemente no habrá grandes diferencias en población general con respecto a lo que predice la teoría de la preferencia de HAKIM.

V.  EL ENFOQUE FEMINISTA

Este enfoque niega el propio punto de partida de la teoría de la preferencia, en el sentido de que no son las mujeres las que prefieren un trabajo remunerado a tener y criar hijos, o una combinación de ambas cosas, sino que, en cierto sentido, a las mujeres se lo dan ya elegido, debido a las desigualdades de género que permean la sociedad entera y, por tanto, también el propio uso del tiempo por parte de las mujeres. Una teoría parte de la estructura dada del mercado laboral, mientras que la otra arranca de las desigualdades (de género) preexistentes. El cuadro siguiente sintetiza algunas de las asimetrías que se dan entre ambos enfoques:



	Cuadro 1. Modelos asimétricos


	Teoría de la preferencia
	Teoría(s) feminista(s)





	El dominio de la igualdad
	El dominio de la diferencia



	Perspectiva de la igualdad
	Perspectiva de género



	Lógica del mercado laboral
	Lógica de las desigualdades de género



	El sexo como variable (lo biológico)
	El género como variable relevante (lo sociocultural)



	Lo individual (subjetivo)
	Lo estructural (social)



	División de opciones, preferencias y gustos
	División sexual del trabajo



	La mujer en el trabajo (remunerado)
	La mujer en el doble trabajo (laboral y reproductor)



	Énfasis en la producción
	Producción y reproducción (íntimamente ligados)



	Modelos econométrico/economicistas
	Modelo de construcción social de la categoría trabajo (como trabajo industrial)



	Homogeneidad del mercado de trabajo
	Calidades del empleo y colectivos heterogéneos de empleados y empleadas



	Presencia única (en el trabajo)
	Doble presencia (en casa y en el trabajo)



	Derivaciones analíticas a partir de la homogeneidad: mayor absentismo femenino como dato per se

	Derivaciones analíticas a partir de la heterogeneidad: mayor absentismo debido a la función reproductora



	Actitudes, intereses y sistemas de valoresasexuados

	Actitudes, intereses y sistemas de valoressexuados




	Políticas de igualdad controvertibles
	Políticas de igualdad inexcusables



	Protección jurídica prescindible
	Protección jurídica como garantía de igualdad





A tenor del cuadro precedente, a uno se le antoja pensar que las condiciones iniciales de un sistema determinan, también aquí, el curso posterior de los acontecimientos, ya que cualquier sistema es extremadamente sensible a dichas condiciones originarias, de forma que pequeños primeros desvíos pueden provocar enormes divergencias a lo largo y al final del proceso (efecto mariposa). Queremos plantear, en este sentido, que una correcta comprensión del sistema laboral solo podrá lograrse a través de un enfoque sistémico, enfoque que, desdichadamente, no hemos podido localizar en este ámbito de la sociología del trabajo en general y de la sociología del trabajo femenino en concreto. Proliferan los estudios empíricos y cuasi teóricos desde las distintas ópticas y escuelas, y todos ellos recurren a los datos existentes, produciendo infinidad de variables e indicadores sin que exista un marco adecuado que permita utilizar con coherencia conceptual dichas variables.

Existen, no obstante intentos de abordar estos problemas de un modo más amplio propiciando una perspectiva más comprehensiva e integradora, ya que las posturas unilaterales, ya sean feministas o funcionalistas, no dejan de ser unilaterales y simplificadoras de la propia realidad que intentan analizar. Algunos autores proponen esquemas que integren el énfasis en la estratificación social con una perspectiva de género.

La gran variabilidad existente entre países con respecto a la participación laboral de las mujeres en la fuerza de trabajo, en sus pautas de empleo a lo largo de su vida, así como de sus logros en la vida laboral han impulsado a los investigadores a buscar los mecanismos sociales que inhiben o facilitan la actividad económica. Tanto los estudiosos de la familia como aquellos otros que se centran en la estratificación social y las desigualdades de género llaman la atención sobre la importancia crucial que tiene el contexto institucional en el que los individuos desarrollan su trabajo y toman sus decisiones familiares. En estos últimos años, este interés ha producido distintas tipologías que pretenden agrupar a los países sobre la base de las semejanzas y diferencias del contexto institucional del nexo trabajo-familia (Lewin 2010). Este autor delinea la siguiente tipología que intenta aglutinar tanto la perspectiva de género como la de los recursos/poder:
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De acuerdo con la perspectiva de género (sexuada), las relaciones familia-trabajo tienen una doble dependencia en cuanto al proveedor del bienestar (estatal y no estatal), y en cuanto a la división del trabajo (familia y Estado). Por su parte, desde la perspectiva neutral de las relaciones familia-trabajo, la provisión del bienestar depende del mercado y del individuo, y no de la familia y del Estado. Debemos destacar el hecho de que estas tipologías, por más que constituyan herramientas analíticas muy útiles en la investigación social, nunca son puras, sino que más bien admiten variaciones y gradientes, es decir, tonos de claroscuros, en términos de lógica difusa.

VI.  ¿UN ÍNDICE DE DESIGUALDAD DE GÉNERO PARA LA UE?

Según ya se ha mencionado, abundan los estudios tanto feministas como no feministas sobre las mujeres en el mercado laboral y, por lo general, todos ellos tratan de respaldar de una u otra manera sus afirmaciones, hipótesis (e incluso sus juicios a priori) en datos, cifras y estadísticas aisladas, olvidándose con más frecuencia de la deseada de que un indicador solo no indica nada. Ante esta situación, constituye una grata sorpresa encontrarse con estudios que intentan elevar el tono conceptual/teórico a la hora de combinar las variables, indicadores e índices en un constructo de orden superior. Es el caso del trabajo de PLANTENGA (2009): Hacia un índice de igualdad de género de la Unión Europea. Definen los autores del trabajo el concepto de igualdad de género comoun reparto igualitario de bienes y activos y se conceptualiza de un modo bastante general como un reparto igualitario del trabajo remunerado, del dinero, del poder de toma de decisiones y del tiempo . Los autores del trabajo son conscientes de la dificultad de operacionalizar debidamente tanto el concepto de igualdad de género en sí mismo, como las dimensiones y subdimensiones que configuran dicha noción, haciéndose también eco del aprieto intelectual que supone la derivación de los indicadores y variables necesarios para medir dicho concepto. No obstante, hay que reconocer su habilidad a la hora de escamotear las mencionadas dificultades. El proceso por ellos seguido no carece de rigor y lógica, alcanzando un producto (su índice de igualdad de género) dotado de una razonable capacidad discriminante entre los países de la Unión Europea, según veremos más adelante. Los Cuadros 3.1 y 3.2 contienen los aspectos esenciales del proceso seguido para la conceptualización y operacionalización del índice de igualdad de género..
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La elaboración del índice de igualdad de género y su aplicación a los países de la UE produjo el resultado que aparece en la Tabla 1, a continuación. En la tabla se ve que Finlandia, Suecia, Dinamarca, Luxemburgo, Holanda, República Checa, Lituania y Eslovaquia ocupan el primer puesto por lo menos en una de las dimensiones. Por el contrario, países como Malta, Chipre, y Grecia ocupan el último lugar del ranking en dos de las dimensiones, y Reino Unido, Lituania y Hungría, son últimos en una dimensión. En todo caso, si, siguiendo a los autores del índice, escaláramos los valores del Índice General final, nos encontraríamos con tres grupos diferenciados de países. El primer grupo tendría puntuaciones de 0,61 o más en el índice. Estos son los países escandinavos (Suecia, Finlandia y Dinamarca). Con puntuaciones intermedias (0,45-0,61) figuran distintos países de Europa Central (Francia, Alemania; Polonia, Austria y la República Checa), y, finalmente con puntuaciones inferiores a 0,45 encontramos cinco países del sur de Europa (Italia, España, Malta, Chipre y Grecia), quedando fuera Portugal, debido a que obtiene puntuaciones relativamente altas en algunas dimensiones como participación, desempleo y renta, y puntuaciones medias en otras, como salario y poder socioeconómico, lo que le confiere un índice final medio, por el que se aleja así del perfil bajo del resto de los países del sur de Europa. Casos atípicos son también los de los países de la Europa del norte (Reino Unido e Irlanda), que logran unas puntuaciones que no se corresponden con las de los demás países de su entorno.

España solo puntúa alto en el indicador de poder político, dado que en las últimas legislaturas se ha puesto bastante énfasis en los temas de paridad a nivel de parlamentarias/os y otros órganos de alta representación política. Sin embargo, en dimensiones como renta, recursos, ocio, y poder socioeconómico se sitúa en los últimos puestos del ranking. En concreto, ocupa el cuarto lugar por la cola en la puntuación global del índice (Tabla 1).

En conclusión, tanto el Gráfico 1 como la Tabla 1, indican que es viable situar a los países de la UE en una escala que tiene en cuenta un aspecto central de la política social europea consistente en el reparto equitativo del trabajo remunerado, el dinero y demás recursos económicos, la toma de decisiones y el tiempo. Instrumentos de este tipo pueden resultar útiles a la hora de fijar unos objetivos coherentes y cuantificables de la política social, capaces de permitir el seguimiento y evaluación del grado en que dichos objetivos se logran en un periodo de tiempo predeterminado.
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El Gráfico 1 contiene la distribución del Índice de Igualdad de PLANTENGA en el año 2005, para los 25 países de la UE. Dicho índice tiene una media de 0,53 (Tabla 1). Por debajo de este promedio se sitúan, con el valor mínimo, países como Grecia, Chipre, Malta y España, mientras que Italia, Irlanda y Eslovaquia, aunque con valores superiores a los países anteriores, no alcanzan la media del conjunto de países. Luxemburgo y Polonia se sitúan justo en la media. Los valores máximos los poseen Finlandia, Suecia, Dinamarca y Holanda, quedando ligeramente por debajo de éstos Alemania, Bélgica, Letonia, Lituania, Hungría, Francia y Eslovenia. Aunque índices de este tipo son ciertamente susceptibles de mejora, permiten, sin embargo, determinar la posición relativa de los diferentes países y, en consecuencia, pueden servir de termómetros que orienten el pulso de la política social, sobre todo si estos instrumentos se usan habitualmente en términos de series temporales, que permitan ver la evolución o retroceso de las políticas de igualdad. En este sentido, dichos índices no deben utilizarse partiendo de su valor aparente, sino teniendo en cuenta el contexto sociohistórico, cultural, económico y político de los diferentes países.

VII.  SITUACIÓN ACTUAL DEL TRABAJO DE LAS MUJERES

Son diversas las reflexiones que podemos hacernos cuando tratamos el tema del trabajo de las mujeres, y sigue siendo este un tema de actualidad, y que a menudo sorprende mucho a los que se acercan a su comprensión. ¿Es verdad que las mujeres suelen trabajar el doble que los hombres en un buen número de casos? ¿Por qué se habla de doble jornada? ¿Qué ha significado y significa en la actualidad el trabajo doméstico, y, sobre todo, en quién recae fundamentalmente en la mayoría de los hogares? ¿Por qué no se tienen en cuenta las labores del hogar en la contabilidad nacional?

Desde hace más de 25 años se ha venido propiciando en Europa el modelo de trabajo parcial como una alternativa para compatibilizar el trabajo asalariado con el doméstico, si bien no ha sido esta la única razón para ajustar el mercado de trabajo. Un Informe del CES (Consejo Económico y Social) sobre el trabajo a tiempo parcial en Europa, publicado en 1996, definía esta forma de trabajo como «mayoritariamente femenina», pero con una difusión muy desigual, y así especificaba que países como Grecia, Portugal, Italia e Irlanda, junto con España, eran «los Estados comunitarios donde menos se ha desarrollado», frente a los del norte y centro de Europa, «con una extensión mucho mayor». Esa función de reducción de la jornada de trabajo en el contexto histórico para crear la fórmula de trabajo parcial no solo obedece a la necesidad del descanso, como reivindicación básica frente a las condiciones penosas de trabajo que había marcado la Revolución Industrial, sino que también puede garantizar el reparto del trabajo que la reorganización tecnológica supone en cuanto a descenso de puestos de trabajo y el correspondiente desempleo. A partir de los años setenta, a raíz de la crisis del petróleo, el paro adquirió cotas alarmantes. Como señala el Informe citado más arriba: «fue entonces cuando se volvió a retomar la reducción del tiempo de trabajo como lucha frente al desempleo» (CES 1996: 89).

Esta fórmula de trabajo a tiempo parcial ha tenido en cierta medida una función de política familiar, y debido precisamente a que se convirtió en un remedio para paliar la escasez de puestos de trabajo en el mercado general, fue una alternativa para las mujeres pues podía permitir la tan «ansiada» conciliación para muchas de ellas y garantizar la posibilidad de no reducir las tasas de natalidad, ya en decadencia desde los años ochenta, sobre todo en nuestro país. No obstante, esa fórmula atípica de trabajo, tuvo que convivir a partir de los años ochenta con el trabajo temporal, también especialmente «dedicado» a las mujeres, sobre todo en los primeros momentos.

Lo anterior pretende ser una breve explicación y un preámbulo a cuál viene siendo la peripecia del trabajo de las mujeres en España. Partimos de una situación diferencial en las tasas de actividad, de ocupación y de paro con respecto a los varones. La participación de las mujeres ha ido subiendo en los tres casos, si bien lo ha hecho de forma desigual tanto si tenemos en cuenta los datos de la UE, como, en el caso de España, la situación en las distintas comunidades autónomas. Aunque estos cambios se han producido de forma lenta lo cierto es que la situación es significativamente distinta si tenemos en cuenta la edad. Las mujeres más jóvenes han salido al mercado de trabajo asalariado en mayor proporción que las de 45 y más años; se puede decir que la edad es la variable que más diferencia, incluso más que el nivel de estudios alcanzado.

Pero, sin duda, lo más significativo, que analizamos en el segundo apartado, tiene que ver con los puntos críticos o claves del análisis de esas diferencias, no solo es el trabajo parcial o temporal que viene siendo una tradición, sino también el hecho del tipo de trabajo. El trabajo doméstico fuera del hogar constituye una de las fuentes de trabajo asalariado para muchas mujeres. Incluso ni siquiera es posible reservar mejores trabajos para las mujeres con un nivel educativo alcanzado superior; algunas no se libran de pasar por un trabajo asalariado, para el que están sobrecualificadas (5) , es decir, poseen una titulación que no es necesaria para el trabajo que van a realizar. Esta situación de excesiva cualificación es más frecuente en el caso de las mujeres. De igual modo, en el empleo de las mujeres tiene que ver, y mucho, la economía sumergida, sobre todo para aquellas personas, la mayoría mujeres, que trabajan en la economía doméstica fuera del hogar; en este caso aquellas mujeres que pertenecen al grupo de los inmigrantes en gran parte de las comunidades de nuestro país. Algo similar ocurre con algunos de los trabajos, a veces pagados, en el ámbito del voluntariado.

No obstante, si algo caracteriza el trabajo de las mujeres es que, para muchas de ellas, el trabajo no es asalariado. En torno a 6 millones y medio de mujeres trabajaban sin sueldo en el trabajo doméstico del propio hogar. En cifras hay variaciones: en 1988, un 42% aparecía en la categoría de «inactiva» en labores del hogar. Esta cifra se ha reducido, y no llega a los 4,5 millones en 2008 (6) , es decir, un 23%. La situación de crisis económica también está permitiendo que las mujeres «sustituyan» a los técnicos que se debían ocupar de servicios de ayuda o apoyo en el cuidado de discapacitados y mayores, mediante la puesta en marcha de la ley de dependencia, en su apartado de prestaciones por cuidados familiares. Como señala el trabajo de Constanza TOBÍO (2010), son las mujeres de más de 55 años las que se ocupan del cuidado de discapacitados y dependientes en el propio hogar; supondrá esto la puesta en marcha de una parte de la Ley de dependencia, con las «cargas familiares pagadas» (7)  que también aminoran las cifras de paro. Según datos recientes (8)  el número de familias/beneficiarios que pueden recibir estas ayudas es de un 30 a un 40% y el trabajo de cuidado, como veremos, repercute sobre todo en las mujeres. Una parte del trabajo irregular que llevan a cabo bastantes mujeres está en el ámbito del voluntariado (Plan Estatal de Voluntariado 2005-2010), cuyo escenario en relación con los varones da un protagonismo a las mujeres, y en este caso a las jóvenes, dado que parte de ellas son estudiantes que intercambian ocio y tiempo personal por tareas de voluntariado. La población que trabaja atendiendo al Tercer Sector sobrepasa los 5 millones, de los cuales un 84% lo hace de forma voluntaria. El perfil de los participantes en las entidades de Acción Social se sitúa entre los jóvenes y las mujeres, en torno al 60%, y con un alto nivel educativo: el 20% tiene estudios superiores.

Por último, en el ámbito de la jubilación anticipada y de la prejubilación es preciso tener en cuenta una situación, que, aunque no es nueva, sí difiere de lo que había estado pasando, es decir, presenta características especiales. Es importante señalar que en este sector del mercado de trabajo la presencia de mujeres es mucho menor, las mujeres se prejubilan poco, y si acaso adelantan su jubilación para cuidar a los dependientes, discapacitados y enfermos, en bastantes hogares, pero esa jubilación, forzosa y voluntaria a la vez, no tiene las mismas compensaciones económicas. Significa desaparecer del mercado y un cambio de modelo de vida, a veces no deseado. El número de mujeres afectadas por un expediente de regulación de empleo es poco significativo en términos estadísticos, e incluso no aparece desglosada en las estadísticas más actualizadas (9) . La proporción de mujeres que aparecen en los datos del INE, en el grupo de desempleados por despido o supresión del puesto de trabajo, llega a algo más de un 27% en el grupo de 25 a 34 años, para las mujeres.

¿Qué puede deparar el futuro? Creemos que habrá un repliegue del número de mujeres en el mercado asalariado, pues hay un menor número de personas que puede llegar a tener empleo, dado el constante aumento del paro que se está produciendo en diversos sectores del mercado de trabajo. Es probable que aumenten tanto la economía sumergida como el trabajo temporal, así como el paro, más para los jóvenes y los mayores de 45 años. En bastantes casos, las mujeres jóvenes van a volver al mundo educativo, para seguir estudiando, como alternativa, para no estar en paro absoluto, o en casa sin actividad; en este sentido las mujeres se están matriculando en segundas carreras. De hecho, el número de matriculadas en las universidades tanto en segundo como en tercer ciclo o postgrado, va creciendo. Por otra parte, la diferencia en la proporción de matriculadas, es de más de cuatro puntos a favor de las mujeres en algunas carreras (MEPSYD 2008).

VIII.  EL TRABAJO A TIEMPO PARCIAL Y LAS POLÍTICAS FAMILIARES

Al margen del análisis estadístico que hemos visto con anterioridad y aunque la temporalidad es más elevada que nunca en toda Europa (10)  y se ha utilizado por los empresarios como mecanismo para flexibilizar el empleo, resulta incluso mucho más significativo en el caso de las mujeres el aumento de la jornada parcial. En apariencia, esta situación puede suponer una expectativa mejor para aquellas mujeres que necesitan acortar sus jornadas laborales y, de este modo, poder dedicar las horas que reducen a tareas domésticas o de cuidado familiar. En estos casos, suelen ser las personas que perciben salarios más precarios y, como señala un Informe del Gobierno alemán, este grupo de personas «necesita complementar sus retribuciones con la prestación asistencial» situación algo diferente en la realidad española (11) .

Cuando se comparan los datos existentes en el marco europeo (Gráfico 2) (12) , nos encontramos con lo siguiente:
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• Solo Alemania, Dinamarca, Finlandia, Holanda, Reino Unido y Suecia tenían en 2009 un 10% o más de varones trabajando a tiempo parcial. En todos los demás países la cifra está por debajo del 10%. 

	
• En todos los países, la proporción de mujeres trabajando a tiempo parcial es superior a la de los varones, tanto en 2005 como en 2009. 

	
• Holanda es, con mucho, el país con mayor proporción de mujeres trabajando a tiempo parcial.

	
• Bulgaria, Grecia, Hungría y Chipre tienen las tasas más bajas, tanto para hombres como para mujeres, en esa modalidad. 

	
• En España la proporción de mujeres en trabajo parcial es más del doble que la de varones, al igual que en Holanda, Alemania, Austria, Bélgica, Dinamarca, Italia, Luxemburgo, Malta, Portugal, Reino Unido y Suecia, aunque las razones son específicas según los países. 



Es evidente que en este debate la conclusión parece lógica: las mujeres quieren aumentar su participación en el trabajo, pero ese trabajo es más precario, es más temporal, y, salvo en los casos de más alta cualificación profesional, no parece que existan excepciones: es trabajo de segunda clase. En apariencia, los gobiernos presumen del avance que supone la igualdad de entrada al mercado de trabajo porque aumentan las cifras de llegada, pero a veces acceden a un trabajo de peor calidad. Por otra parte, es preciso tener en cuenta que ese mercado está compuesto de varones y mujeres, pero, según a qué grupo social se pertenezca, ese ingreso en el mercado laboral asalariado tiene más compensaciones para algunas mujeres que para otras, es decir, parece una igualdad con condiciones. Y si forzamos la tendencia, esas condiciones peores aumentarán.

No obstante, si Alemania, Dinamarca, Reino Unido, Suecia y sobre todo Holanda tienen tasas más altas de trabajo a tiempo parcial para las mujeres probablemente esto tenga una explicación: de alguna forma, las ayudas familiares (13)  (Gráfico 3) del Estado de bienestar han funcionado hasta la actualidad de forma más perfecta en esos países.

Algo puede explicar el hecho de que las mujeres de estos países no «necesiten» estar en el mercado de trabajo a tiempo completo, resistiendo una doble jornada o la sustitución/contratación del trabajo doméstico, necesario para sus familias y hogares. Es también probable que, dada la bajada de las tasas de natalidad y el retraso en las pautas de «matrimonialidad» (14) , las mujeres disfruten de más tiempo libre y también tengan otra concepción del trabajo diferente a la de sus compañeros.

Probablemente, el trabajo comience a no ser el «centro de sus vidas» y pueden tener y realizar otras aspiraciones; por tanto, el abordar nuevas actividades, tales como iniciar o continuar estudios reglados (15)  o la participación en tareas de voluntariado les permite compartir espacio en sus vidas y reducir, en esos casos, el tiempo posible dedicado al trabajo doméstico. Las políticas de apoyo a la igualdad de entrada al mercado del empleo son, sobre todo, compensatorias, intentan la discriminación positiva, para regular esa posible llegada de un mayor número de mujeres al mercado asalariado. En este sentido, la política de inserción en el empleo ha sido prioritaria en nuestro país, adoptando el criterio europeo (16) , por lo menos en intenciones. Otra cosa son los resultados.
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Fuente: Diario La Razón (29/12/2009). 

Es necesario tener en cuenta cómo han funcionado las políticas de empleo en los países de la UE y, según los datos existentes, las razones de «elegir la modalidad de tiempo parcial» tienen mucho que ver con la condición de género. El Gráfico 4.1 demuestra que el cuidado de niños y adultos discapacitados está en manos de las mujeres, al menos en los países que figuran en el gráfico. Es decir, ante una situación de tener que cuidar a niños o adultos por discapacidad, son las mujeres las que deciden recurrir al empleo a tiempo parcial. No sucede lo mismo en caso de enfermedad propia o ajena. En situaciones como esta, en todos los países con datos, tal como se aprecia en el Gráfico 4.2, los varones recurren con más frecuencia que las mujeres al trabajo a tiempo parcial. De otro lado, se ve en dicho gráfico que la diferencia entre varones y mujeres es menor que en el caso de tener que cuidar a niños o adultos discapacitados.
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En esta misma línea (Gráfico 4.3), son de nuevo las mujeres las que en mayor medida utilizan el empleo a tiempo parcial con el fin de atender a las distintas responsabilidades personales o familiares que se presenten, salvo el caso de Finlandia.
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En el Gráfico 4.4, se aprecia un dato curioso, cuando de adquirir formación o educación se trata, predomina, en todos los países, el porcentaje de varones sobre el de mujeres a la hora de recurrir al empleo a tiempo parcial. Ciertamente, al observar estos gráficos, nos percatamos de cómo son las mujeres las que renuncian en una proporción significativamente mayor al empleo a tiempo completo con el fin de poder ponerse al servicio de los niños o adultos discapacitados. Sin embargo, a la hora de adquirir formación o de estudiar, son los varones quienes más recurren al trabajo a tiempo parcial.

Finalmente, el Gráfico 4.5 presenta otra razón ajena a lo familiar, como es el hecho de no encontrar trabajo a tiempo completo, y en este caso con ligeras diferencias siguen una tónica similar, según la estructura de empleo de cada país, destacando Italia, Francia, España y Alemania en el hecho de que sean los varones los que aducen esta razón en mayor medida que las mujeres.

Esta búsqueda de igualdad, del apoyo a la entrada de las mujeres, de todas las mujeres, al mercado de trabajo ha sido y es aspiración relevante de todo el movimiento feminista y, sobre todo, de bastantes parlamentos europeos. No obstante, aunque esta tendencia sea la lógica conclusión de igualar en derechos, la realidad del derecho es una, pero la realidad social es otra. ¿A qué nos referimos?
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Según un estudio del Instituto de Política Familiar, publicado por el periódico La Razón a finales de diciembre de 2009 (17) , la falta de ayuda a las familias españolas puede ser un freno, no ya solo al crecimiento de los índices de natalidad, y por lo tanto un mecanismo reductor en el aumento de familias, sino además un obstáculo importante que limita las posibilidades reales de formar parte del mercado de trabajo asalariado, desde el momento en que se hace preciso ocuparse de las tareas domésticas y además, en bastantes casos, de las del cuidado de enfermos, personas discapacitadas y mayores en muchos hogares que no reciben ayudas familiares. El Gráfico 3 es bastante claro. La situación de nuestro país no tiene alternativa; frente a la media europea de 439 euros por persona y año, España percibe 212 euros (18) . De nuevo, en la Europa de dos o más velocidades, se destacan los países de la Europa del Norte como Finlandia, Suecia, o Dinamarca con las tasas más altas (una vez más los países de alta equidad y alta eficiencia, en términos de André SAPIR (Cuadro 4), que no bajan de los 750 euros, y en donde despuntan también Irlanda y Austria con cifras de 865 y 811 euros respectivamente, por persona y año, en cifras del 2006; los de la Europa Central con países como Bélgica, Holanda, Francia o Reino Unido por encima de la media europea, situada en 439 euros por persona; los del Sur: Italia, Grecia, España y Portugal, que conforman sin duda los que presentan carencias importantes y que no superan los 250 euros como máximo (países todos ellos de baja eficiencia y baja equidad (Cuadro 4); y, por último, los incorporados a la UE en la última etapa, donde estas ayudas están drásticamente reducidas por diversas razones. En términos de política social, nos estaríamos refiriendo al modelo de protección social más tradicional (ESPING-ANDERSEN 1996).
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El modelo clásico del Estado de bienestar basado en la solidaridad social y la igualdad cobra su sentido clave en la redistribución. No obstante, los Estados de Bienestar han sufrido grandes variaciones en la dimensión de la solidaridad. No cabe duda de que la solidaridad expresada en términos de «Seguridad Social» se inspiró en motivos, causas y preocupaciones que inicialmente afectaban a todos los grupos sociales, y en gran medida constituían la base del discurso de la ciudadanía social. Al ampliar el sector de necesidades se aumentó también el recelo a participar en una más amplia comunidad de riesgo. Y como señala ANTÓN (2009: 131 y 132), «la política social y esa nueva visón solidaria están limitadas por el criterio de "equidad", como equilibrio entre aportaciones y prestaciones, entre posición social y acción protectora y seguridad». Al mismo tiempo la estrategia en la que descansa el Estado de bienestar en la actualidad es más bien la conservadora, en cuanto a la responsabilidad que debe recaer en la familia, o en la comunidad local o en las organizaciones voluntarias. En cualquier caso se trata de una «retirada de la igualdad y la ciudadanía y una búsqueda de equidad, mérito y apoyo mutuo». El Estado de Bienestar que contemplamos se sitúa en el auge teórico del «pluralismo de bienestar» y, por ello, se convierte en algo muy ambiguo. Las categorías clásicas ya no coinciden, y la equidad y eficiencia que distribuía los países europeos según ese criterio ya no funcionan. Creemos con MISHRA (MISHRA 2002) que los límites existentes en el Estado de bienestar «no son económicos ni fiscales, sino esencialmente políticos e ideológicos», y desde este punto de vista los límites a qué gastos sociales se puedan costear y qué tipo de asistencia social puedan permitirse dependen más de decisiones políticas que de las económicas, por extraño que pueda resultar en las actuales condiciones de crisis económica. Un ejemplo de este tipo de asuntos es el que se explica en el párrafo siguiente.

Recientemente, a finales de 2009, PP, CIU y CC (Coalición Canaria) aprobaron una moción en el Senado, que no se trasladó al Congreso, proponiendo facilitar la excedencia voluntaria, tras la baja por maternidad, y manteniendo al menos la mitad del sueldo hasta que el bebé cumpla su primer año de vida; y, al mismo tiempo, la ampliación del permiso de paternidad a cuatro semanas (19) . El significado inmediato es, como indica el periodista de La Razón, que «formar una familia se compensa en Europa, pero no en España». Al mismo tiempo puede limitar las posibilidades de acceder al mercado de trabajo de algunas mujeres cuyas cargas familiares impidan utilizar las horas necesarias para dedicar a un trabajo asalariado exterior al del hogar o la propia familia, sobre todo si, como hemos visto, el trabajo a tiempo parcial es menos frecuente que en el resto de Europa. Las prestaciones familiares son uno de los puntos débiles de nuestro modelo de bienestar, alejado incluso de los denominados del área mediterránea, y más cerca de los países recién integrados a la UE. Desde este punto de vista podemos argumentar que al menos existen y comparten espacio dos modelos de familia, la tradicional, que supone que para las mujeres, sobre todo, las casadas, el ámbito de la familia es prioritario, es decir «el trabajo de las mujeres es hacer y sostener el vínculo familiar» y en la otra parte las mujeres independientes, cuyo modelo de vida depende, en gran medida, de su mayor nivel educativo, y en este caso las mujeres pasan a ocupar el espacio del trabajo, y «este se hace central e irrenunciable como condición de esa independencia buscada». En este caso, y como veíamos más arriba «la oposición de estas dos concepciones de lo femenino da lugar, en el momento actual, a un conflicto entre el trabajo y la familia que surge en los procesos de inserción laboral» (ANECA 2009).

IX.  EL SIGNIFICADO DEL TRABAJO DOMÉSTICO EN LA CONTABILIDAD NACIONAL

Lo más significativo que resalta cuando se estudia el trabajo doméstico es su ausencia del análisis dentro del marco de trabajo productivo. Tradicionalmente se ha considerado como una categoría excluida de la contabilidad nacional. No obstante a partir de los años sesenta del pasado siglo XX empezó un cambio de tendencia cuando una parte de ese trabajo doméstico se convirtió en trabajo asalariado, es decir cuando se empezó a pagar bien por horas o semanas el trabajo doméstico realizado por otras personas externas a la familia o al hogar. Esas otras tareas domésticas menos cualificadas no tenían que ver con las de mayordomo, niñera, cocinera o doncella, como servicios de apoyo más personales en el cuidado de personas en hogares de clase media alta o alta; eran las relativas a la limpieza del hogar, lavado y planchado de la ropa y acarreo de alimentos, entre otras. Nos referimos por tanto al trabajo del hogar que no van a poder realizar las amas de casa «sin servicio doméstico» permanente, pero con necesidades de ayuda externa debido a causas diversas; bien sea el trabajo fuera del hogar de esas mismas amas de casa que necesitan ser sustituidas, o una mayor carga familiar, por exceso de trabajo para cuidar a niños y menores, enfermos, discapacitados o mayores dependientes. En definitiva el valor de ese trabajo doméstico cuando recae en personas externas al hogar se contabiliza como trabajo de servicios y puede formar parte de alguna manera en la Contabilidad nacional. Como consecuencia del llamado sesgo «androcéntrico», producido desde siglos atrás, se ha convertido en un fenómeno que puede considerase constante en la mayoría de las sociedades del mundo occidental, y desde diferentes ámbitos del feminismo se ha venido llamando la atención de los expertos en este significativo y sesgado hecho: no se contabiliza como valor añadido al PIB el trabajo doméstico, sobre todo cuando éste se realiza por el ama de casa, esposa, madre o abuela, es decir, se convierte en invisible. Sobre la invisibilidad del trabajo doméstico se han vertido «ríos de tinta», pero en muchos de los casos eran «cosas de las feministas» y ¿cómo «sesudos científicos», algunos economistas, y no pocos, profesionales de diversas disciplinas iban a tomar en serio el incluir el trabajo doméstico en la Contabilidad Nacional?

Desde la Conferencia Mundial de las Naciones Unidas celebrada en Pekín en 1995, se tomó el acuerdo de promover la incorporación del trabajo doméstico a la cuantificación de la actividad económica generadora de riqueza, y por tanto «reivindicar la aportación, hasta ahora infravalorada, de las mujeres» y sobre todo desde las distintas metodologías, que como las llamadas «cuentas satélite» (DURÁN: 2006) de la producción doméstica han ido incrementando el valor añadido bruto (VAB) de la producción doméstica, llegando a significar entre un 34% en Canadá o un 44% en Reino Unido (20) . Lo cierto es que, como indican las autoras del trabajo sobre «El cuidado de las personas», recientemente publicado por la Fundación La Caixa «cuantificar es dar cuenta de la realidad» y supone un camino largo la identificación y reconocimiento del cuidado de las personas y poder culminar «en esa unidad de medida universal que es el dinero y compararse con el conjunto del trabajo que se realiza en una sociedad».

En los tímidos intentos por calcular y justificar desde una perspectiva de género la repercusión del trabajo doméstico en la contabilidad nacional de los países se ha esbozado el análisis desde la condición de trabajo productivo y en el plano del uso del tiempo. Los métodos son diversos: unos basados en el input, otros en el output y en último lugar lo relativo a la valoración monetaria del tiempo productivo doméstico (BAANANTE: 2009). Entre los primeros destaca el coste de reemplazamiento que intenta valorar cuánto cuesta una persona que sustituya globalmente al ama de casa, aunque señala la dificultad de valorar la totalidad de las tareas domésticas, tales como la toma de decisiones o la planificación de tareas. Un punto de mayor detalle es el «método del coste de los servicios», en donde se tiene en cuenta el coste de mercado de cada actividad doméstica por separado. En los relativos al output se toman en cuenta tres modalidades: la «valoración monetaria del tiempo productivo doméstico», en donde como señalan varios autores solo se toman en cuenta los sueldos obtenidos por los empleados de hogar, contabilizándose cinco jornadas de trabajo semanales, pero ignorando los fines de semana y las horas extra de cualquier ama de casa normal. Junto a este modelo está el de «reparto de tareas domésticas entre los miembros del hogar», en donde las mujeres superan como media en tres horas diarias de trabajo en el hogar a los hombres (INE 2004). Si tomamos en cuenta el análisis macroeconómico del trabajo doméstico, la Encuesta de población activa considera el trabajo doméstico en la categoría de inactividad, siendo así que los ocupados varones aparecen como una tasa casi invariable, y «cercana al doble de la de las mujeres».

Solo si atendemos a considerar la contribución del trabajo doméstico como incremento del PIB, es decir, incluimos el valor añadido bruto a precios de mercado, esa producción puede representar entre un 35% y un 55% del PIB. En estos términos, se dispone de algunas estimaciones que clarifican la importancia de esta parte de la realidad, bastante desconocida (21)  y así se señala que la cantidad que resulta es «equivalente a más de un cuarto del PIB (27,4%), que supone una remuneración media por hora de quienes realizan tales tareas, en la mayoría de los casos mujeres, de 4,33 euros» (22) . Sin duda, desde la situación de trabajo invisible hasta la «rústica» cuantificación que suponen las cifras anteriores hay una llamada de atención y es el hecho de que la producción del trabajo se está ignorando o midiendo con criterios tan obsoletos, que ya han perdido su validez.

La valoración del trabajo doméstico en términos económicos tiene también su expresión en el llamado GPI (Gross Domestic Product), o índice de progreso genuino, que algunos economistas han acuñado a mediados de los años noventa. Este indicador, similar en parte al Índice de bienestar económico sostenible o también al Índice de desarrollo humano (COBB, HALSTEAD y ROWE 1995) (23) , contempla una corrección del PIB, añadiéndole partidas tales como el valor del trabajo doméstico y el del voluntariado. La Unión Europea (Eurostat 2003) ha elaborado una metodología algo más unificada que va a constituir una nueva forma de entender la economía, al tratar de reunir una serie de tareas domésticas desde el cuidado de las personas más débiles o necesitadas dentro del hogar como son los niños, discapacitados o ancianos; a otras tareas como la preparación de comidas, o el mantenimiento y las reparaciones del hogar. No obstante no quedan bien justificadas tareas tales como cocinar, tender la ropa, planchar o ayudar en las tareas escolares a los niños en periodo escolar, que también van a formar parte del amplio y especializado abanico que realizan las amas de casa.

X.  LA CONCILIACIÓN, EL TRABAJO DOMÉSTICO Y LA ECONOMÍA SUMERGIDA

El modelo de familia «tradicional» se ha ido reduciendo. Las familias en España se han ido configurando en torno a una realidad demográfica, donde la división de tareas y funciones clásica se desdibuja dando paso, al menos como aspiración, al modelo alternativo de cuidados por parte de la mayoría de los miembros de la familia; siendo así que el varón se constituye en una fuente de recursos con la que es necesario contar para la supervivencia familiar. El problema es el grado y forma de implicación de los miembros de la familia, especialmente la pareja, puesto que en los inicios del siglo XXI las relaciones familiares a veces pueden caracterizarse por una relativa inestabilidad y fragilidad en el marco creciente de los procesos de individualización que se viven en la sociedad, sobre todo en el ámbito interno de la familia, y en relación con las posibilidades de negociar e iniciar cambios en la pareja. Se trata en este caso de establecer las fronteras entre lo público, lo doméstico y lo privado (GUTIÉRREZ SASTRE 2002: 63).

Por tanto, conciliar el trabajo doméstico o interior del hogar requiere una sustitución del trabajo del ama de casa tradicional por una mujer trabajadora que debe atender a las tareas internas del trabajo doméstico, y a las de un trabajo regular asalariado que debe realizarse fuera del hogar, en otro espacio físico. En este caso se necesita sustitución o reparto de tareas, y por ello dependencia, bien de otros familiares, madres, abuelas y abuelos en bastantes hogares jóvenes, o del contrato de personas que puedan realizar los trabajos domésticos o las tareas de cuidado. Dependiendo del volumen o carga de trabajo se hace preciso contratar algunas tareas, que por lo regular, cuando las personas cuidadas no reciben la atención de una institución con esos fines, vienen estando en manos de mujeres, a veces de origen inmigrante, que en bastantes ocasiones forman parte de la economía sumergida.

Si bien es verdad, como veíamos en los apartados anteriores, que como señalan TOBÍO y colaboradoras: «al hilo de la reivindicación de igualdad real entre varones y mujeres se ponen en cuestión las bases de la familia tradicional» (TOBÍO 2010: 40), lo cierto es que una cosa son las buenas intenciones y otra la realidad. En la práctica esa realidad es tozuda, y merece la pena que seamos capaces de ver y analizar hacia donde se desplaza la balanza. Sí se produce inserción en el mercado laboral, pero es a costa de la ayuda de las mujeres más mayores de la pirámide poblacional, ya que las necesidades son incluso superiores, y si la reducción de las mujeres dedicadas al hogar es casi a la mitad, ese trabajo va a depender de las mujeres más mayores. De nuevo el factor edad es la variable explicativa más rotunda del hecho que estudiamos: la dedicación exclusiva al ámbito doméstico, en 2008, corresponde en un 49,3% de los casos a mujeres de más de 55 años, frente al 34,5% en 1988 de ese mismo grupo de edad.

Por otra parte, es bastante peligrosa la optimista conclusión a la que llegan ALBERDI y HAKIM al analizar los datos de la Encuesta de fecundidad, familia y valores realizada en 2006 (ALBERDI y HAKIM 2006: 29), concluyendo que dicha encuesta: «pone de manifiesto cómo la diferenciación total en cuanto a las responsabilidades masculinas y femeninas en la familia del pasado reciente ha dado paso al ideal de participación masculina y femenina simétrica (Ver Cuadro 1, más arriba), tanto en el ámbito doméstico como en el laboral»; es bastante peligrosa esa conclusión pues se debe a la circunstancia por ahora sostenible de las ayudas familiares de las abuelas o madres, en muchos casos, que se convierten en cuidadoras forzosas para que los/as hijos/as puedan estar en el mercado de trabajo sin costes adicionales.

No obstante, TOBÍO (2005: 38) añade que las opiniones, en la encuesta, «varían mucho según la edad de las mujeres», señalando que en el total de esa encuesta son un 64% las que dicen preferir el modelo de familia simétrico, pero se eleva esa proporción al 75,6% cuando el grupo se refiere a las que tienen de 15 a 49 años. Al mismo tiempo cuando relata la perspectiva de las madres trabajadoras, el tema se convierte en más ambivalente considerando que el discurso es doble: «muy negativo sobre la dedicación exclusiva a las labores del hogar, si bien éste convive con otro positivo más débil y minoritario» (TOBÍO 2010: 94). Se hace casi imposible no ver que la realidad tiene más caras posibles que el «deber ser». El discurso puede parecer ideológico, pues en la práctica casi todo lo que se desvíe del modelo de familia simétrico no es admisible, y por lo tanto, aunque exista, lo «debemos ignorar». Pero se hace preciso añadir que ese proceso de cambio en las familias, muy relevante desde un punto de vista demográfico, no lo es en la misma medida desde el punto de vista de los comportamientos sociales. Así el cuidado de menores y mayores y las necesidades que eso conlleva hace preciso indagar en la relación entre conciliación, trabajo doméstico y economía sumergida. El Estado de bienestar incorpora el hecho de que «el trabajo no remunerado de las mujeres asume el mantenimiento de la infraestructura doméstica», el cuidado de los trabajadores y de los niños, así como el de los ancianos. Por tanto educación, sanidad, pensiones y protección del empleo constituyen los ejes de la protección social que está en manos del Estado. Esa protección social alcanza altas prestaciones en los países nórdicos, pero se reduce de manera drástica en épocas de escasez. En la actualidad se hace precisa una reforma, sobre todo en el aspecto en el que estaba definido por ESPING-ANDERSEN en 1993 (pág. 43) en relación el rasgo básico que consistía «en la garantía de una persona para vivir sin depender del mercado». Esa primera premisa, la desmercantilización, es la que se invierte en el actual proceso de reforma (ANTÓN 2009: 53). En este momento las cuatro dimensiones en la reestructuración del Estado de bienestar son: remercantilización, contención de costes, racionalización y actualización. Al reducir la cuantía de las prestaciones sociales, realizar contención de costes, en relación con el gasto social y los impuestos, así como la modificación o reajuste de programas, recortando y actualizando algunas iniciativas, caminamos hacia un modelo liberal que pone freno a unas prestaciones sociales que puedan permitir la conciliación, con mayores garantías para aquellos grupos sociales más desfavorecidos.

¿Por qué relacionamos los tres aspectos? Una breve mirada al tema nos sitúa en ese modelo de prestaciones sociales con rebaja, que se plantea en un Estado de bienestar que es preciso reestructurar y cuya reforma principal es la contención de costes, lo cual va a suponer una nueva política de recorte y compensación. Como ha señalado PIERSON (24) , se torna necesario que «las élites políticas deban evitar la culpa de la nueva política impopular de recorte del Estado de bienestar, frente a la vieja política socialdemócrata de expansión de la política social», pero ese retroceso de la actividad protectora del Estado incrementa las cargas en el ámbito familiar, y puede reducir la calidad de los servicios, al tener que prescindir de los expertos, para volcar una parte de la atención en ayudas a las economías domésticas, tal como está sucediendo en la Ley de dependencia, con las denominadas prestaciones por cuidados familiares (SAAD: 2010). Por ello creemos que esta nueva etapa de conciliación aumentará el trabajo doméstico en los propios hogares, así como la economía sumergida (25) .

Por otra parte y como señalan diversos estudios, recientemente TOBÍO en 2010 (pág. 81), «existen diferentes modos de asignación del tiempo a distintas actividades diarias atendiendo a la variable sexo», y se constata que el uso del tiempo mantiene un patrón de asignación de lo laboral a los hombres, y de lo doméstico/familiar a las mujeres. Pero la realidad demuestra que las mujeres tienen una hora menos de tiempo de libre disposición que sus compañeros, y dedican, como media, 4 horas y 30 minutos al trabajo doméstico frente a la hora y media de los varones (INE 2009b). Según los datos de la Encuesta de Salud de 2006, el número de horas semanales dedicadas al cuidado de personas con discapacidad, centrado en las mujeres dedicadas principalmente a tareas del hogar es de 75,90; superada esa cifra por los jubilados o pensionistas que le dedican 77,50 horas, en el caso de las mujeres y 88,10 para los varones jubilados o pensionistas. Por otra parte, son en especial personas de 65 a 74 años las que se ocupan de estos cuidados, sobre todo varones, que realizan una media de 91,70 horas semanales.

Si tenemos en cuenta lo visto anteriormente, ¿cómo combinar espacios, horarios y tareas, cuando las familias y de forma casi insustituible las madres, esposas, o compañeras tienen que superponer tareas para que la institución familiar funcione? Ante estas nuevas situaciones, muchas mujeres, tanto en nuestro país como en toda la UE, buscan y desarrollan prácticas especiales «para gestionar eficazmente el amplio abanico de demandas que la acumulación de responsabilidades» supone, lo que puede conducir a una reducción galopante de las ayudas del Estado en sociedades en las que se decrece paulatinamente la economía del bienestar.

Pues bien, la práctica se basa en la sustitución de muchas de estas mujeres por otras mujeres, las madres o abuelas, que se constituyen en la principal fuente de apoyo con el que se cuenta por parte de las madres y/o familias en las que los dos miembros de la pareja trabajan fuera del hogar. La opción de «reposar» o encargar el trabajo del hogar, sobre todo el del cuidado de los niños en las abuelas y preferentemente en la abuela materna constituye una solución provisional que puede acabar desde un punto de vista demográfico en dos generaciones, después podrían desaparecer las «abuelas desocupadas». Los datos existentes sobre las estrategias utilizadas se han venido estudiando a través de diversas encuestas desde 1996. En la Encuesta de compatibilización familia-empleo (26)  se contabilizaba que la ayuda que aportaba la red familiar a las madres trabajadoras era muy importante. En más del 30% de los casos la abuela materna cuidaba de los niños en edad preescolar y casi un 40% lo hacían después de salir del colegio; también más del 20% preparaba la comida para esos niños, y en más de un 15% de los casos también hacía la comida para los padres de esos niños; además de todo ello, una proporción de casi el 10% limpiaba la casa, lavaba, planchaba, cosía y hacía la compra, y se ocupaba además de llevar los niños al colegio y al médico; es decir, estas abuelas duplicaban en su mayoría de edad el ser amas de casa. Ese mismo estudio revelaba que en opinión de las entrevistadas la importancia de la ayuda familiar era tanta que para un 15% sin esa ayuda «no podría trabajar» y más del 45% consideraba muy o bastante importante esa ayuda. Más del 85% de las amas de casa/trabajadoras en el mercado remunerado decían no tener ayuda doméstica remunerada (TOBÍO 2002: 153) (27) . Bien, dentro de la esfera de lo privado o familiar ésta era una «solución» bastante utilizada, que permitió acceder al mercado de trabajo a muchas mujeres que fueron privilegiadas, pues había en el hogar una persona de «total confianza» que facilitaba las cosas para que se pudieran cumplir los códigos y reglas del Estado socialdemócrata en Europa, sin elevados costes para las familias. Desde la perspectiva actual esa etapa de bonanza está siendo cada día más difícil, no ya solo porque se estén acabando las madres desocupadas (inactivas para la EPA), que generosamente hacen ese papel, sino porque, a veces, a esa tarea se le suma el cuidado de los dependientes y discapacitados que ha ido creciendo desde aquella etapa debido al progresivo envejecimiento de la población.

En los años presentes y en los venideros, coincidimos con TOBÍO en que «las primeras generaciones de madres trabajadoras no reproducirán ese rol cuidador de sus futuros nietos que hoy realiza la última generación de amas de casa» (TOBÍO 2010: 103); ahora la «compra de servicios de trabajo doméstico y de cuidado» sí se intenta compatibilizar, dadas las reducciones de apoyo tanto informal como formal a través de las ayudas del Estado de bienestar «adelgazado», o casi desaparecido. Por todo ello ese aumento de los servicios de trabajo doméstico y de cuidado como trabajo remunerado va a servir sobre todo para aumentar la demanda específica de trabajadoras extranjeras, en algunos casos como recurso de apoyo en hogares donde costear el trabajo profesionalizado para el cuidado de niños, discapacitados y ancianos es más difícil por sus elevados costes. Esta es también una situación de tránsito, si no se logra institucionalizar el cuidado de los más mayores o dependientes en casi la totalidad de sus funciones, o no se alcanza un reparto equitativo de tareas en las familias.

Desde la perspectiva anterior hace falta plantear en la secuencia la necesidad de padres/maridos implicados. Es necesario revisar y ver cómo ha ido cambiando la contribución de los hombres al ámbito doméstico familiar. Es bien cierto que el modelo tradicional de padre proveedor y protector entra en contradicción con una situación de la paternidad más afectiva, más cercana e igualitaria. El mito del varón rudo, despreocupado y pendiente de su trabajo y su ocio, va debilitándose, aunque sea muy lentamente. Resulta curioso ver que entre los jubilados o personas más mayores varones, entre los 65 y 74 años de edad, la Encuesta de Salud de 2006 ya daba una cifra mayor de horas semanales dedicadas al cuidado de personas con discapacidad: 91,7 horas semanales como media frente a 76,2 de las mujeres. Está claro que esas mujeres tendrán mayor número de tareas, pero no cabe despreciar el cambio que suponen los datos anteriores en esa generación. Si como HAKIM matizaba en 2005 (pág. 29), continúan existiendo las dos características más destacables del caso español: «el tremendo entusiasmo demostrado por los valores sociales modernos, incluso por el modelo escandinavo de familia con roles simétricos apoyado por la Comisión Europea, y el gran abismo existente entre la retórica y la realidad en la mayoría de las parejas casadas, podemos entender que la "compra de servicios remunerados para las tareas domésticas" va a ser imprescindible en tanto en cuanto las situaciones más fuertes de crisis puedan permitir esos gastos para las familias, que sigan recibiendo salarios de forma regular. En aquellos casos, en donde algún miembro de la familia esté en paro y con la posibilidad de tener problemas con este tipo de subsidio, el trabajo seguirá recayendo en las mujeres de la familia».

XI.  LAS MUJERES OCUPADAS EN TRABAJOS NO REMUNERADOS Y LAS CARGAS FAMILIARES PAGADAS

El Informe de España del Consejo Económico y Social del año 2006 sobre Mayores y Familia en la sociedad actual indica que no existen grandes cambios entre el Informe de 2001 y los datos del estudio del Imserso, Encuesta de condiciones de vida de los mayores del 2004. El patrón de cuidados en un nivel familiar se centra en el hogar de la persona dependiente o discapacitada, y se ha mantenido en las hijas de los dependientes en el papel de cuidadoras. Según aparece en ese estudio en el 53% de los casos una hija está implicada en ese cuidado, y la franja de edad se sitúa entre los 40 y 64 años. Según este mismo estudio el hijo varón aparece como un cuidador secundario (Fundación Encuentro 2006: 308 y 309). En el caso de los Servicios sociales, este Informe pone el acento en el hecho de que más del 50% de las ayudas se centran en hogares con personas que viven solas, destacando que sin embargo solo un 23% de estos hogares tienen alguna persona en situación de necesidad, lo cual significa que «los servicios públicos se aprovechan de la existencia de una fuerte solidaridad familiar». Por eso la carga del cuidado en el total de los hogares significa que el cuidador ha tenido que reducir su tiempo de ocio en casi un 70% de los casos.

Ya hemos señalado que en la mayoría de las familias suelen ser los hijos, y preferentemente la hija o la nuera del mayor la que cuida. Constanza TOBÍO señala las diferentes fuentes y trabajos de investigación donde esta situación de los cuidadores de mayores se repite desde 1993 hasta 2006, y con escasa variabilidad en una proporción de más del 40% las que son las cuidadoras, sobre todo hijas y nueras. Así señala ABELLÁN en 2007 que la hija es la principal cuidadora, en un 39% de los casos, mientras que la pareja lo es en un 22%, y las empleadas del hogar y el resto de los cuidadores (amistades, vecindario y voluntariado) apenas representan el 10% (ABELLÁN 2007). Este mismo Informe recoge que aún se excuse a los hombres, aunque sean hijos, de cuidar a sus madres y a sus suegras, e «incluso, algunas cuidadoras lo justifican porque ellos trabajan».

La feminización del cuidado no solo puede encontrarse entre los profesionales de la salud como tal, también existe en el caso de la familia. A manera de crítica el Informe de 2010 publicado por la Obra Social de La Caixa indica que: «los hombres no entran, más que a ratos, en la habitación de los mayores dependientes». También es preciso tener en cuenta que según los datos del Libro Blanco de la Dependencia elaborado por el Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales en 2005 se señalaba que «las mujeres tienen que asistir a varias personas al mismo tiempo y se convierten en multicuidadoras. Una proporción considerable (17%) compatibiliza esa labor con la de atender a hijos y nietos». Pero aún hay más: según el estudio de FERNÁNDEZ CORDÓN y TOBÍO «El número de horas semanales se incrementa a medida que aumenta la edad de los cuidadores: el 50% de los mayores de 65 años dedica más de 40 horas a la semana», y subraya que «aumenta tanto la duración como la intensidad», de manera que en 1994 se invertían 39 horas por semana, unas 5 horas y media al día y en 2004 ese tiempo ha subido a 10 horas (FERNÁNDEZ CORDÓN y TOBÍO 2007: 68). Según veíamos en la Encuesta de Salud del 2006, el tiempo oscilaba entre 7 y 9 horas, según el cuidador.

Estas situaciones, en relación con el sostén de profesionales o de otras redes de apoyo, están también limitadas a las preferencias de la persona mayor. El 77% prefiere ser atendido en casa o convivir con los hijos: 33%; y las residencias y centros de día son una opción que no llega al 15%. Por parte de los cuidadores la actitud del 90% es sentir que es una obligación moral el cuidar a los mayores, y solo una escasa proporción de un 20% de los casos declara que se siente atrapado o que cuidar es una carga excesiva. Más de 80% de las actividades de apoyo las realizan personas mayores entre 65 y 79 años, y varía desde: hacer compañía, ayuda doméstica, ayuda en trámites y gestiones o cuidado personal. A los cuidadores familiares cuya actividad era la de conciliación con otras tareas del hogar, se les añaden los cuidadores profesionales. La profesionalización del cuidado se desenvuelve en un marco de protección social institucional, que se abre con la aparición de la Ley de Dependencia (Real Decreto 615/2007). En el contexto que hemos señalado más arriba de «desmercantilización» del Estado de bienestar, volvemos a la tesis socialdemócrata de mercantilización e institucionalización del cuidado, y sobre todo a que el cuidado de las personas pueda convertirse en un importante generador de empleo en el conjunto de la UE, pero los resultados a nivel europeo son discutibles. SIMONAZZI señala que distintos países han regulado situaciones muy variables. En Suecia para llevar a cabo las políticas del cuidado se han creado ocupaciones de calidad, «en un marco de políticas universalistas y de servicios públicos integrados en el supuesto de la igualdad de género» (SIMONAZZI 2009). Sin embargo, en el Reino Unido el desarrollo de este tipo de servicios ha supuesto la expansión de un sector de empleo de poca calidad, bajos salarios y poca formación. En los países del Sur de Europa con unos servicios sociales escasos y de menor calidad, las tendencias son hacia un mercado precario, con un modelo de contratación de mano de obra barata, y por tanto dependiente de mujeres inmigrantes.

En el caso de España, dada la dificultad de creación de puestos de trabajo, este mercado ha previsto la generación de 300.000 puestos de trabajo directos, y en particular el cuidado remunerado en el ámbito doméstico familiar; es decir, se trata de crear puestos de trabajo «invisibles» para mujeres cuidadoras dentro del ámbito familiar compensando con un salario-subvención el trabajo que hasta ahora se llevaba a cabo de forma voluntaria. Se trata de convertir a las inactivas en «ocupadas» permanentes y transformar el trabajo doméstico en asalariado, pero, claro está solo en los casos en los que sea preciso sustituir el trabajo profesional de teleasistencia «ayuda a domicilio», atención en «centros de día» o «centros residenciales», por unas prestaciones de cuidados centrados en las familias, mediante la figura de «cuidadores familiares», «cuidadores informales» o «cuidadores no profesionales» que mediante un Convenio especial permita a los que perciban esta ayuda económica prestar cuidados a sus familiares (28) . El Informe del SAAD, Sistema de Autonomía y Atención a la Dependencia plantea que se podrán articular «nuevas figuras laborales» sobre todo teniendo en cuenta el desarrollo del cuidado remunerado en centros, instituciones y servicios de proximidad. Aunque los estudios realizados sobre situación de trabajadoras del sector del trabajo doméstico no permiten grandes fantasías de cuál podrá llegar a ser la situación de las amas de casa convertidas en trabajadoras asalariadas como cuidadoras familiares, no cabe duda de que a primera vista van a recibir unas ayudas por realizar el trabajo de sustituir las prestaciones que el Estado de bienestar debería realizar con trabajadores especializados según las situaciones personales de los dependientes y que de alguna manera van a liberar con costes mucho más reducidos que los que supondría un mayor número de profesionales especializados para llevar a cabo esas prestaciones. Por otra parte, estamos dando por hecho que van a ser las mujeres amas de casa las que se perpetúen en esas tareas. Teniendo en cuenta el Informe de marzo de 2010, de los casi 120.000 cuidadores, un 94,2% son mujeres y el 5,8% varones. De todo el conjunto, casi el 45% tienen menos de 50 años y el 22% son mayores de 60 años.

Si tenemos en cuenta el tipo de prestaciones reconocidas la situación presenta algunos interrogantes sobre cuáles son las premisas básicas en la puesta en marcha de esta ley, y cabe plantearse la duda de su eficacia teniendo en cuenta la fragilidad del personal que debe llevar a cabo su puesta en práctica, por diversas razones, pero sobre todo porque es importante en términos de recursos humanos donde se concentran las necesidades. El modelo de servicios es el siguiente:



	Cuadro 5. Prestaciones reconocidas


	Tipo de prestaciones
	Total
	% del Total





	Prevención, dependencia y autonomía personal
	4.033
	0,6



	Teleasistencia
	63.928
	10,0



	Ayuda a domicilio (SAD)
	70.328
	11,2



	Centros de día/noche
	32.978
	5,2



	Asistencia residencial
	109.076
	17,1



	PE vinculada a Servicio
	44.060
	6,9



	PE cuidados familiares
	312.624
	49,0



	PE asistente personal
	709
	0,1



	TOTAL
	637.736
	100,0%





Según estos datos, la Ley de dependencia pasa a estar vinculada en un 50% a las prestaciones que se llevan a cabo en los hogares de las personas que deben recibir las ayudas; por lo tanto, la mayor parte y responsabilidad de la asistencia pasa a estar mercantilizada en manos privadas. El Estado de bienestar sacrifica así una gran parte de sus premisas, al depender del mercado.

XII.  HACIA UNA SÍNTESIS DEL PERFIL DE LAS MUJERES TRABAJADORAS ESPAÑOLAS

Tras esta incursión en una serie de datos y cifras referidos a la condición de las mujeres trabajadoras, sintetizamos seguidamente algunos puntos que nos han parecido relevantes:

1. El trabajo a tiempo parcial de las mujeres españolas (junto con las de Grecia, Bulgaria, República Checa, Hungría, Eslovaquia y Rumanía) es de los más bajos de Europa, al contrario de lo que sucede en los países nórdicos (Gráfico 5). Por otra parte, en España, la proporción de mujeres en trabajo a tiempo parcial es más del doble que la de varones, al igual que en Holanda, Alemania, Austria, Bélgica, Dinamarca, Italia, Luxemburgo, Malta, Portugal, Reino Unido y Suecia, aunque las razones son específicas según países.
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2. Las mujeres españolas, sobre todo las más jóvenes, se han ido incorporando progresivamente al mercado de trabajo, si bien a un ritmo menor que el resto de los países europeos (España, Grecia, Hungría, Italia y Malta tienen las tasas más bajas de empleo femenino). (Ver Gráfico 6).
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3. Si algo caracteriza el trabajo de las mujeres es que, para muchas de ellas, el trabajo no es asalariado. En España, en 2006, en torno a 4,5 millones de mujeres trabajaban sin sueldo en el trabajo doméstico del propio hogar.

4. Según concluye SIRVENT GARCÍA DEL VALLE (2009: 332), en España el empleo a tiempo parcial temporal es un mecanismo de entrada en el mercado de trabajo. Según esta autora, el perfil de la mujer española que trabaja a tiempo parcial se caracteriza por los siguientes rasgos: es soltera, trabaja en el sector servicios privados, con contrato temporal, con antigüedad de menos de uno o cinco años en empleo remunerado, parada durante los cinco últimos años, sin hijos, de una edad entre 16 y 25 años, y con salarios bajos.

5. La crisis económica está permitiendo también que las mujeres «sustituyan» a los técnicos que se deberían ocupar de servicios de ayuda o apoyo en el cuidado de discapacitados y mayores, mediante la puesta en marcha de la Ley de dependencia, en su apartado de prestaciones económicas por cuidadores familiares.

6. Una parte del trabajo irregular, que llevan a cabo bastantes mujeres, está en el ámbito del voluntariado, cuyo escenario en relación con los varones da un protagonismo a las mujeres, y en este caso a las mujeres jóvenes, dado que parte de ellas son estudiantes que intercambian ocio y tiempo personal por tareas de voluntariado.

7. En España, las mujeres se prejubilan poco y, si acaso, adelantan su jubilación para cuidar a los dependientes, discapacitados y enfermos, en bastantes hogares, pero esa jubilación forzosa y voluntaria a la vez no tiene las mismas compensaciones económicas. Significa desaparecer del mercado y un cambio de modelo de vida, a veces no deseado.

8. Previsiblemente, habrá en el futuro, un repliegue del número de mujeres en el mercado asalariado, pues hay un menor número de personas que puede llegar a tener empleo, dado el constante aumento del paro que se está produciendo en diversos sectores del mercado de trabajo. Es probable, asimismo, que aumente tanto la economía sumergida como el trabajo temporal, al igual que el paro para los más jóvenes y los mayores de 45 años.

9. Las mujeres quieren aumentar su participación en el trabajo, pero ese trabajo es más precario, es más temporal, y, salvo en los casos de más alta cualificación profesional, no parece que existan excepciones: es trabajo de segunda clase. En apariencia, los Gobiernos presumen del avance que supone la igualdad de entrada al mercado de trabajo porque aumentan las cifras de llegada, pero a veces a un trabajo de peor calidad.

10. No obstante, si países como Alemania, Dinamarca, Reino Unido, Suecia y sobre todo Holanda tienen tasas más altas de trabajo a tiempo parcial para las mujeres, probablemente esto se deba a que, al contrario de lo que sucede en España, de algún modo las ayudas familiares del Estado de bienestar han funcionado hasta la actualidad de forma más perfecta. Ciertamente, la falta de ayuda a las familias españolas puede ser un freno no ya solo al crecimiento de los índices de natalidad, y por lo tanto un mecanismo reductor del aumento de familias, sino además un obstáculo importante que limita las posibilidades reales de formar parte del mercado de trabajo asalariado.

11. Por lo común, el cuidado de niños y adultos discapacitados está en manos de las mujeres, tanto en España como en el resto de los países de la UE.

12. No se contabiliza como valor añadido al PIB el trabajo doméstico, sobre todo cuando éste se realiza por el ama de casa, esposa, madre o abuela, es decir, se convierte en invisible.

XIII.  PROSPECTIVA

Nos planteamos a continuación una especie de valoración de los posibles beneficios que podrían derivarse del apoyo decidido de la incorporación de las mujeres al mercado de trabajo.

1. Cerrar el desfase entre los niveles de empleo de los varones y las mujeres tendría un impacto beneficioso para la economía global y, más aún, en esta época de crisis económico-financiera, hasta el punto de que, según cálculos de DALY (2007: 3), se estima el impacto de la misma en un aumento de hasta un 13% en el incremento del Producto Interior Bruto. De hecho, según la misma fuente, esto ha venido sucediendo ya en Europa a lo largo de la última década. Nuestros datos, tomados de Eurostat, reflejan una cierta tendencia a confirmar esta afirmación, tal como refleja el Gráfico 7, de que PIB y crecimiento del empleo femenino covarían.
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2. La incorporación de la mujer al mercado de trabajo, podría aumentar las tasas de fecundidad en la UE en su conjunto. De nuevo, nuestros datos confirman esta asociación, según el Gráfico 8.
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3. La reducción del desfase entre el empleo de los varones y de las mujeres podría aportar una ventaja adicional, ya que facilitaría la propia sostenibilidad de las pensiones, tanto directamente al aumentar el aporte al empleo de quienes están en edad de trabajar, con la consiguiente reducción de la tasa de dependencia como, indirectamente, al favorecer las tasas de fecundidad, tal como se señaló en el punto precedente (DALY 2007: 3).

4. De producirse los tres indicios anteriores, el incremento de las tasas de empleo femeninas tendría también como consecuencia una mejora de la equidad del propio mercado laboral, dado que si las mujeres disponen de más renta es de prever que contribuirán más al consumo de determinados bienes y servicios.

5. A tenor de lo expresado en los cuatro puntos anteriores, cabría esperar que un incremento en la empleabilidad femenina comportara una correlación notable con el Índice General de Igualdad, planteado anteriormente. Ahora bien, ¿se mantiene esa relación entre el Índice y el empleo a tiempo parcial de las mujeres? El Gráfico 9 proporciona algunas pistas:
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Aparecen, en primer lugar, dos islotes (Holanda y Finlandia), estando la primera en una posición más privilegiada, con alto índice de igualdad y altas tasas de empleo femenino a tiempo parcial, mientras que Finlandia posee el índice de igualdad más alto de todos y, sin embargo, su proporción de empleo femenino a tiempo parcial es media-baja. Otro bloque está formado por la mayoría de los países fundadores de la antigua UE. Finalmente, viene el tercer racimo de países, constituido principalmente por los miembros sureños de la UE. España comparte el núcleo pobre de países de bajo índice de igualdad y baja tasa de empleo a tiempo parcial. ¿No será que el empleo a tiempo parcial de estos últimos países es un empleo de baja calidad? La mejora de la calidad del empleo de estos cinco países repercutiría, sin duda, en la mejora de la relación entre ambos indicadores.

Así, pues, las desigualdades de género constituyen, entre otros, un factor determinante de las bajas tasas de empleo (DALY 2007: 4).

6. Los estudios del mercado laboral diferencial del futuro deberían abordarse con una perspectiva menos polarizada (Ver Cuadro 1 y Cuadro 2, más arriba).

7. Habría de lograrse que la calidad del empleo a tiempo parcial se equiparase a la del empleo a tiempo completo (SIRVENT 2009: 339), y que los derechos de quienes trabajan a tiempo parcial quedaran totalmente garantizados.

8. Sería necesaria una mayor flexibilización de las jornadas laborales que impidieran las rigideces del sistema actual.

9. Habrían de reformarse los sistemas impositivos así como los de las prestaciones, de forma que la titularidad de los mismos recayera sobre los individuos y no sobre las parejas.

10. Si los países de la franja mediterránea quieren equipararse a los nórdicos, deberían potenciarse los servicios públicos (y privados) de calidad para la atención y cuidado de los hijos, así como de las personas dependientes de todo tipo, lo que redundaría en la posibilidad de que, como muy bien señala SIRVENT, cada cual pudiera elegir trabajar a tiempo completo o a tiempo parcial, sin que la decisión le viniera impuesta por las circunstancias externas, no como sucede ahora en España, por ejemplo, donde un gran porcentaje de estos contratos son temporales, lo que ha generado un incremento intenso, en los últimos años, de trabajo a tiempo parcial involuntario (SENISE BARRIO 2001: 248).

11. Aparte de los factores anteriormente mencionados que repercutirían en una mayor equidad laboral, cabe destacar la importancia decisiva del desarrollo normativo que el mundo del Derecho ha de propiciar. En palabras de ORTIZ LALLANA (2003):

La igualdad entre el hombre y la mujer es un derecho fundamental de los sistemas democráticos, en cuya promoción se detecta un progresivo cambio de actitudes, tanto en los Estados de la Unión Europea como a nivel internacional en general. Asimismo, para conseguir la plena efectividad de la igualdad se comienza por tener en cuenta las particularidades de ambos géneros y se llega al convencimiento, en especial en el ámbito Comunitario, de que es necesario adoptar políticas transversales que integran la igualdad de género en todos los ámbitos de la vida política, social y económica. En este proceso, el desarrollo normativo y la adopción de medidas para conseguir la igualdad de trabajadores de distinto sexo en la UE ha determinado el crecimiento del empleo de la mujer.


12. No obstante, este progreso debería tener muy en cuenta las circunstancias sociales específicas de España, así como las del resto de países de la UE, principalmente. Tal como se desprende de los datos ofrecidos en este trabajo, tanto España como el resto de los países sureños de la UE necesitarían reforzar sensiblemente el antedicho desarrollo normativo, si es que aspiran a avecinarse a los países que han alcanzado una alta equidad combinada con una alta eficiencia: Dinamarca, Finlandia, Suecia, y Holanda (SAPIR 2005, Véase el Cuadro 4).
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	Como señalan algunos estudios, la cuenta satélite puede dar una explicación más coherente en este caso (DURÁN 2006).
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	TOBÍO, El cuidado de las personas, cit., pág. 3.º: «La estimación realizada en Cataluña arroja un resultado del 40% del PIB, cifra algo más alta que la obtenida en Galicia (37%) y el País Vasco (33%), pero inferior a la de Madrid (54%)».
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	En este nuevo indicador se corrigen sus partidas añadiendo: el valor del trabajo doméstico, del trabajo voluntario y de los servicios de bienes de consumo duradero, tales como los automóviles o los electrodomésticos, así como otros servicios, por ejemplo el de autopistas. Por otra parte, se le restan los gastos que no aumentan el bienestar tales como los gastos de defensa, seguridad, degradación medioambiental, costes de los accidentes de tráfico o de trabajo, así como depreciación del capital natural o costes sociales como la delincuencia o el desempleo.
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	 (24) 

	Así «la lucha política dominante no tiene lugar entre incluidos y excluidos, sino entre aquellos que buscan sentar las bases de un sistema modernizado, fiscal y políticamente viable, de provisión social, y sus oponentes que generalmente abogan por la preservación del statuquo -"mantenerse firmes"- o un programa más radical de liberalización. De esta forma, el tema político central en la Europa continental durante las últimas dos décadas ha sido si algunos países podrían desarrollar la capacidad de iniciar y sostener una nueva "coalición media" para la reestructuración del Estado de bienestar»; PIERSON, P., «Sobrellevando la austeridad permanente. Reestructuración del Estado de bienestar en las democracias desarrolladas» págs.43-119, en E. PINO y C. COLINO (coords.), «La reforma del Estado de Bienestar», Zona Abierta, n.º 114/115, (Madrid, Fundación Pablo Iglesias 2006).
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	 (25) 

	Según los datos del Imserso esta modalidad, entre las ocho existentes recoge más del 50% del total, y está prevista como una modalidad para cuidar, por parte de la familia, claro está, en su mayoría mujeres a las personas denominadas como dependientes SAAD, Portal Mayores, Estadísticas del Sistema para la Autonomía y la Atención a la Dependencia. Situación a 1 de abril de 2010, http://www.insersomayores.csic.es.
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	Realizada desde la Universidad Carlos III, con fondos de investigación del Instituto de la Mujer en 1996.
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	 (27) 

	El estudio partía de la base de conocer qué tipo de ayudas eran las más frecuentes entre las madres trabajadoras, para hacer compatible empleo y familia, y aunque casi un 25% señalaba el apoyo del marido, las ayudas de las madres destacaban por encima de otras soluciones.
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	El Informe de La Caixa sobre «El cuidado de las personas» argumenta que «la puesta en marcha de este convenio es un paso importante para quienes reciben ayuda económica por prestar cuidado a sus familiares, en tanto que dispensa protección por jubilación, incapacidad, enfermedad, maternidad, paternidad, acceso a la formación, etc.; es decir, se ajusta a las normas del Régimen General de la Seguridad Social (afiliación, alta y cotización)», pág. 142.
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La promoción profesional de la mujer en la negociación colectiva de empresa 
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I.  INTRODUCCIÓN

Desde el ius variandi del art. 20 ET se otorga al empresario el poder para organizar el trabajo y para precisar los exactos contenidos de la prestación laboral. Si bien ese poder lejos de ser omnímodo se encuentra con límites legales, como ocurre con la novación esencial del contrato de trabajo de los arts. 39 a 41 ET, y, por supuesto, constitucionales, en referencia al derecho de igualdad en su vertiente de no discriminación por razón de sexo. En este punto, se constata que la práctica discriminatoria por excelencia en el ámbito laboral atinge a la diferencia de salario entre mujeres y hombres en el desempeño de trabajos de igual valor, no obstante otra, tan o más perjudicial en términos cualitativos, atañe a obstaculizar la promoción profesional de la mujer. La dificultad para encontrar estadísticas fiables sobre esta cuestión, tanto en el ámbito de la promoción de la misma en el ámbito directivo como en el común, no impide una aproximación a la realidad consignada en la doctrina de nuestros Tribunales Superiores de Justicia (1) .

En efecto, dado que el derecho a la promoción en el trabajo comprende su formulación en abstracto y el análisis de decisiones concretas del empresario, atiéndase a esta pequeña relación de las que han vulnerado el derecho a la igualdad. Tal sucede si: 1) Los criterios de selección son fijados y aplicados unilateralmente por el empresario, dando lugar a una plantilla estructurada por categorías con absoluta presencia femenina y por otras con absoluta presencia masculina (2) . 2) Los criterios de selección figuran en el convenio colectivo, pero la provisión de los puestos con mayor nivel retributivo es opaca, pese a que la empresa no está obligada a utilizar un sistema público de promoción (3) . Y 3) se posterga el ascenso por haber hecho uso de alguna medida relacionada con la maternidad o con la conciliación de la vida laboral y familiar o se excluye del cómputo de la antigüedad, que constituye un criterio esencial para la promoción profesional en la empresa de que se trata, los periodos de baja por maternidad y de riesgo durante el embarazo de las trabajadoras (4) .

Con esta somera muestra no debe asombrar que la Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la igualdad efectiva de mujeres y hombres (5) , se ocupase con insistencia de la cuestión transponiendo la Directiva 2002/73/CE (6) , lo que le forzó a declarar que «el principio de igualdad de trato y de oportunidades entre mujeres y hombres, aplicable en el ámbito del empleo privado y en el del empleo público, se garantizará (...) en el acceso al empleo» (art. 5). Aparte de este precepto «marco», otros muchos de idéntica orientación jalonan la norma, pero en lo que aquí interesa merecen ser citados los arts. 43, sobre promoción de la igualdad en la negociación colectiva facilitando el establecimiento de medidas de acción positiva para favorecer el acceso de las mujeres al empleo; y 46.2, que atribuye también esa función de promoción a los planes de igualdad.

Nada en contra se tendría en cuanto la elección efectuada por la LO 3/2007, de delegar en la negociación colectiva la ejecución de la lucha contra la discriminación en el ámbito laboral. Y se dice nada en contra, si esa negociación colectiva se hubiese encarnado solo en los convenios colectivos de eficacia general que contuviesen medidas ejecutivas -apenas lo hacen-, a la vez que se desechasen los planes de igualdad autónomos -no recogidos en convenios colectivos- o los simples códigos de conducta -protocolos unilaterales elaborados por la empresa en materia de igualdad. Pero como la LO se reservó para sí la programación de la lucha contra la discriminación, alineándose con las fuentes jurídicas propias del soft law o droit muillé, se han irrogado graves perjuicios en una negociación colectiva de empresa -comprendiendo convenios (II) y planes de igualdad (III)- hasta el momento insuficiente para el logro de la promoción profesional de la mujer en condiciones de igualdad.

II.  EN LOS CONVENIOS COLECTIVOS

En el análisis de los convenios colectivos (7) , no puede extrañar a nadie la diferencia inicial entre los que regulan el personal laboral de las Administraciones Públicas, en donde los procesos de selección y de promoción se someten por imperativo del art. 103 de la CE a los principios de igualdad, mérito y capacidad -de ahí, la significativa promoción femenina en este ámbito-, y los circunscritos al ámbito privado, con todavía resistente aceptación de la igualdad real, no teórica, en la promoción de la mujer. Es de interés, entonces, precisar las medidas para la igualdad en la promoción de carácter estrictamente programático (1) y aquellas que lo tienen ejecutivo (2), incidiendo en el cambio marcado por la publicación de la LO 3/2007 y en el derivado del ámbito de aplicación funcional y territorial de los convenios.

1.  Medidas de carácter programático

En los albores de la publicación de algunas leyes de igualdad por las CC.AA. (8) , los convenios colectivos de empresa consignan cláusulas de estilo, sin ninguna eficacia adicional más que la que de por sí deriva del art. 14 CE y su corolario en la legislación ordinaria el art. 17 ET -a los particulares también les atañe el cumplimiento del principio de igualdad (9) -, con el tenor siguiente: «La empresa respetará el principio de igualdad en el trabajo a todos los efectos, no admitiéndose discriminaciones por razón de sexo (...)», velándose en especial por su cumplimiento en «el acceso al empleo [y la] formación y promoción profesional» (10) . Con ello, no cabe afirmar que tales normas pactadas estuviesen directamente influidas por la legislación autonómica, pero sí que unas y otras eran manifestación de un estado de opinión que se generalizaba en la sociedad del momento. De facto, la promulgación de la LO 3/2007 no supuso un avance absoluto en determinados aspectos sociales -recuérdese, por ejemplo, la sanción del permiso de paternidad para el personal de algunas administraciones autonómicas-, ni tampoco una sorpresa en la modificación y creación de nuevas medidas favorables de conciliación de la vida familiar y laboral -por solo citar una, los bancos de tiempo- y, por supuesto, de igualdad -es el caso de los planes de igualdad de las empresas. De igual modo, los convenios colectivos de empresa continuaron inmediatamente después de la publicación de aquélla, y continúan en la actualidad, con otras declaraciones programáticas, un poco más complejas que las primeras cláusulas de estilo a las que se ha aludido, pero sin asumir una obligación de hacer cierta. Se consigna, así, la reiterada «declaración de luchar contra la discriminación por razón de sexo en el acceso al empleo» (11) . O se deriva la cuestión a un mero desiderátum que permite mostrar una imagen más comprometida de los interlocutores, como sucede con el acuerdo de voluntades de negociar un plan de igualdad (12) . Se recalca «negociar», pues esa es la expresión más utilizada, también acompañada de «elaborar» (13)  o «incluir» la negociación (14) . Bien es cierto que la LO 3/2007 solo obliga a la celebración de tales planes a empresas con más de doscientos cincuenta trabajadores o a las que se les imponga por la Autoridad laboral en el curso de un procedimiento sancionador contra una empresa por prácticas discriminatorias (art. 45.1, 2, 3 y 4); pero también lo es que el convenio colectivo aplicable puede conminar a hacerlo con independencia del tamaño de la empresa (15)  o, incluso, puede el mismo recogerlo (Ibíd.).

Pues bien, aquel desiderátum de negociar un plan de igualdad se convierte en casi tangible si el convenio ordena la creación de una comisión ad hoc, indicando (16)  o no su composición exacta (17) . Aunque se ha de entender que al aludir a comisiones paritarias (18)  éstas respetan el equilibrio de sexos, existen normas pactadas en las que ni tan siquiera se habla de «paridad» de la comisión (19) , y otras remiten directamente a la composición del comité de empresa (20)  o de la comisión negociadora (21) , razón por la cual si éstos no fuesen paritarios, mal lo sería aquélla, amén de vulnerarse uno de los principios de la LO 3/2007 (disp. adic. 1.ª) (22) , que nunca deja de ser directamente aplicable independientemente de las prescripciones convencionales. Hay que decir que tales prescripciones disponen, en ocasiones, la elaboración del plan de igualdad por la comisión paritaria del convenio, que puede mantener esa denominación en lo que se trataría de una simple adjudicación de competencias (23)  o cambiarla por la de comisión mixta u otras equivalentes (24) .

Acompañan a estas medidas programáticas, las cláusulas que aluden al uso de un lenguaje no sexista en las que se propone la interpretación del género masculino como género neutro, para evitar una redacción farragosa (25) . Al tiempo, se incurre en contradicciones como la derivada de emplear el sustantivo «azafata» en su versión también masculina, así se dice azafata/o, mientras que en el resto de las categorías profesionales se acude al género masculino en cuanto neutro. En esta línea, también cabe aludir a las ofertas de empleo en las que se ordena no contener mención alguna que induzca a pensar que las mismas se dirigen exclusivamente a personas de uno u otro sexo (26) .

2.  Medidas de carácter ejecutivo

2.1.  El tradicional sistema de ascensos del art. 24 ET

No se puede afirmar que los convenios colectivos de empresa carezcan de medidas de inmediata y vinculante aplicación en materia de igualdad, aunque tampoco cabe calificarlas siempre y en todo caso destinadas a la promoción profesional de la mujer. Ello tiene lugar gracias -con eufemismo- a que el análisis de la realidad hace partir a los interlocutores sociales de una igualdad cierta, de ahí que los criterios para promover el ascenso sean los tradicionales consignados en el art. 24.1 ET, es decir, «la formación, méritos, antigüedad del trabajador, así como las facultades organizativas del empresario». En torno a ellos, los convenios más rigurosos diseñan procesos de selección a imagen y semejanza de los previstos en las Administraciones públicas (27) , a cambio de otros impermeables a la cuestión de género que se conforman con la provisión de los puestos de trabajo de confianza por libre designación de la empresa, y del resto por rigurosa antigüedad (28) . No faltan, claro está, los que ocupan una posición intermedia; se trata de convenios que favorecen la consolidación de las plantillas promoviendo a sus trabajadores para el ascenso antes que contratando a externos, o apostando por el uso de criterios selectivos más detallados y actualizados como el valorar el reconocimiento de la dedicación o desempeño, la capacidad reconocida, la experiencia y la singular especialización del operario (29) . Todos ellos, eso sí, adoptan el correspondiente sistema de promoción para favorecer una presencia equilibrada de mujeres y hombres en la organización, aunque a todos ellos les resultará imposible lograr el objetivo. La distribución de la plantilla de la empresa no se alterará con una progresión basada, por ejemplo, en la antigüedad, si los trabajadores más numerosos y con más permanencia en la empresa son varones.

2.2.  La formación: un sustituto de la acción positiva

De diversas maneras se inquietan los convenios colectivos en la formación de sus trabajadores y, por consiguiente, de la mujer, habida cuenta que el conocimiento singularizado y actualizado constituye una garantía de la pervivencia del trabajo. Se ha convertido, pues, en frecuente el diseño en aquéllos de planes de formación a la par que se reitera la experiencia de que muchas de sus previsiones se han efectuado por mera «politesse», siendo el caso de los que solo declaran el compromiso de elaborar uno (30) . Frente a ellos, se constata la existencia de planes de formación que son utilizados para la reorganización de la plantilla de la empresa y para la promoción profesional. Así, se da preferencia de ascenso al trabajador que haya seguido los programas de formación profesional diseñados por la empresa (31) , la cual estudia con cierta periodicidad -por ejemplo, la anual- las necesidades organizativas y de disponibilidad presupuestaria anunciando el sistema de cobertura de vacantes que deriva del cumplimiento de su propio plan de formación (32) . Sabido es que ésta, la formación, se ha convertido en la piedra angular de la conservación del empleo o de la adquisición de nuevas habilidades que permitan acceder a profesiones u oficios distintos de aquellos a los que inicialmente se dedicó el trabajador. También lo es que en el sector femenino la falta de cualificación se convertía en una de las causas de su tasa de paro. Pese a todo, los planes de formación vinculados a la promoción se utilizan como un sustituto de otras medidas de igualdad más radicales y, probablemente, no se asegura con ello el equilibrio de la plantilla de la empresa. A la pregunta de qué decisión procede si dos candidatos de distinto sexo, ambos habiendo seguido el plan de formación de la empresa y con idénticos méritos, se postulan para un ascenso, no se asegura que aquélla sea a favor del que pertenezca al sexo subrepresentado en la categoría de que se tratare.

Quien no puede con lo anterior constituye comisiones encargadas de la cuestión (33)  o se limita a exponer en los propios convenios las medidas a seguir por la empresa para asegurar la formación de sus trabajadores, precisándose, a modo de ejemplo, que (34) : 1) Se estimulará el desarrollo profesional, dotando a sus empleados de los conocimientos y competencias necesarios para asumir sus funciones. 2) Se procurará la adaptación de la empresa y de sus empleados a los cambios de entorno y su impacto en el modelo organizativo. Y 3) se luchará por la integración de los nuevos empleados y de los que ya estaban si deben adaptarse a sus funciones. En definitiva, más que una declaración por la igualdad, lo es por el mantenimiento de su plantilla, un objetivo, por otra parte, de lo más loable.

2.3.  La única medida de acción positiva

Así las cosas, muchas declaraciones de principios, ciertas medidas ejecutivas que no se dirigen al núcleo del problema y ausencia de las que lo harían con excepción de una, la única, que consiste en el establecimiento de un sistema de preferencias abierto, según el cual, en igualdad de méritos y capacidades, se proveerá el ascenso del candidato perteneciente al sexo menos representado del grupo o categoría profesional de que se trate (35) , preferencia no descubierta por los convenios colectivos, sino avalada por el art. 17.4 LO 3/2007. Esta acción positiva encaja, por una parte, en la orden -desgraciadamente sin plazo establecido para su ejecución- contenida en la ya citada disp. adic. 1.ª de la LO 3/2007, según la cual será necesaria una presencia equilibrada de «mujeres y hombres de forma que, en el conjunto a que se refiera, las personas de cada sexo no superen el sesenta por ciento ni sean menos del cuarenta por ciento». Y, por otra, en el marco de las orientaciones propuestas por el Tribunal de Justicia de Luxemburgo con sus asuntos Kalanke (36)  y Marschall (37) . Se rechaza, en el primero, un sistema de cupo rígido, al considerar que sobrepasa los límites de una acción positiva el que se garantice a las mujeres la prioridad «absoluta e incondicional» en un nombramiento o promoción frente al varón, de suerte que tal preferencia interesa en el supuesto de que ambos candidatos, mujer y hombre, tengan la misma cualificación y, además, el sexo de uno de ellos no cuente con suficiente representación. Y, se introduce en el segundo, asunto Marschall, la «cláusula de salvaguarda» (saving clause), según la cual la preferencia de la mujer en los términos antes expresados desaparece si el candidato masculino alega condiciones que inclinen la balanza a su favor, o sea, una excepción de la excepción (exemption) (38) . Esta compleja estrategia jurídica viene a tener acogida en el art. 5 LO 3/2007, admitiendo que no es discriminatoria una diferencia de trato basada en una característica relacionada con el sexo cuando, debido a la naturaleza de las actividades profesionales concretas o al contexto en el que se lleven a cabo, dicha característica constituya un requisito profesional esencial y determinante, siempre y cuando el objetivo sea legítimo y el requisito proporcionado.

Pues bien, a la cuestión de si obliga a la empresa la preferencia relativa de la mujer en el acceso a ciertos puestos de trabajo en cuanto que contenida en un convenio colectivo, no se acepta otra respuesta más que la positiva. El convenio colectivo estatutario tiene eficacia general y es aplicable en su integridad sin la aceptación de lo que la jurisprudencia tradicional denominó «espigueo» (39) . Tal vez aquí se encuentre el quid de la escasez de medidas de igualdad en estas normas pactadas, muchas de las cuales delegan su tratamiento a los planes de igualdad.

III.  EN LOS PLANES DE IGUALDAD

La obligación de hacer valer el principio de igualdad en general y, en particular, en la promoción profesional de la mujer, no es competencia exclusiva de los convenios colectivos, aunque con relación a ellos exista el deber de negociar medidas dirigidas a promover aquel principio entre mujeres y hombres en el ámbito laboral (art. 85.1, párr. Segundo ET), sino que atañe a los planes de igualdad que las empresas puedan celebrar, voluntaria o imperativamente, como ya se ha visto (art. 45.2 y 3 LO 3/2007).

Al igual que en el análisis de las fuentes convencionales stricto sensu, el catálogo de medidas de los planes de igualdad oscila entre las meras declaraciones programáticas, del estilo de sostener la igualdad de mujeres y hombres en el empleo (40)  o, con más enjundia, la tendencia a la paridad en la composición de las plantillas (41) , hasta las medidas de corte ejecutivo. En este grupo se ubican los planes que reproducen la acción positiva ya vista en los convenios colectivos de empresa, es decir, si de idéntica cualificación se trata, el ascenso corresponderá al sexo subrepresentado (42) . Ahora bien, no todo son aguas estancadas, el avance proviene de otros planes que, aun reiterando la acción positiva de la que tanto se habla, se atreven a fijar un porcentaje mínimo de presencia del sexo menos representado -algunos por debajo de la prescripción contenida en la disp. adic. 1.ª LO 3/2007 (43) , otros reforzando al sexo masculino por ser curiosamente el más escaso en una determinada actividad (44) ; al tiempo que el plan de igualdad de la empresa Mercadona -cuya cita es necesaria por méritos propios- avanza un calendario detallado para la consecución de esa medida y de otras de menor calado (45) .

Estos buenos, pero escasos, augurios sobre la promoción profesional de la mujer se encuentran con un inconveniente jurídico de primer orden: la eficacia jurídica de los planes de igualdad. Que los no contenidos en un convenio colectivo constituyen una manifestación de la negociación colectiva, se deduce del ya citado apartado primero del art. 85 ET, sobre el contenido opcional de los convenios colectivos y, en especial, de su apartado segundo que describe la articulación del deber de negociar en tales casos. Pero, en las empresas con más de doscientos cincuenta trabajadores, el deber de negociar se ve colmado si el convenio de empresa, delega en los sujetos negociadores la celebración de tal plan (delegación horizontal); y en los de sector, si se la invita a que lo desarrolle a través de las oportunas reglas de complementariedad (delegación vertical). De ser así, los planes de igualdad, que se podrían denominar «autónomos», no tienen el rango del convenio colectivo, solo el valor de un contrato colectivo común, o sea, el celebrado entre dos partes con múltiples representados y, como tales, la fuerza vinculante de los contratos. Además, su aplicación estaría al albur del poder de representación de los firmantes. Huelga decir que la Administración a través de un acto de imperium puede dotarle de fuerza imperativa para sus trabajadores, pero no así para las empresas privadas. Todo lo cual permite afirmar que las medidas de igualdad en ellos contenidos son dudosamente exigibles.

Evidentemente, si los planes de igualdad son incorporados a un convenio colectivo o negociados formando ab initio parte de él, comparten la eficacia normativa y general del convenio estatutario y actúan como segunda fuente del contrato de trabajo. No obstante, esta opción que daría firmeza a las medidas de igualdad en ellos consignadas se ha utilizado en escasas ocasiones (46) , tal vez por desidia, tal vez por falta de interés expreso.

Peor pronóstico se cierne sobre los mal llamados planes de igualdad unilaterales, los que son elaborados por la empresa sin mediar negociación con los representantes de los trabajadores (47) . En verdad, se estaría ante un código de conducta o, en expresión de algún texto legal (48) , «acciones de responsabilidad social», las cuales «podrán ser asumidas en virtud de una libre decisión de la empresa o en virtud de un compromiso adquirido con la representación legal de trabajadores y trabajadoras, con cualquier organismo público, y, en especial, con el departamento de la Administración autonómica competente en materia de igualdad, con asociaciones de mujeres o con ONG...» (49) . En todo caso, propuestas unilateralmente, lo que significa que en manos de la empresa queda su aplicación. Pues bien, se han detectado algunos códigos estrictamente programáticos que ensalzan el fomento y el desarrollo de los canales de comunicación y formación de hombres y mujeres (50) ; frente a otros, ejecutivos, que dan preferencia al sexo menos representado en condiciones de igualdad (51)  o que propician una composición equilibrada de la plantilla en los términos descritos en la disp. adic. 1.ª LO 3/2007 (52) .

IV.  CONCLUSIÓN

El soft law que impregna la regulación, legal y convencional, de la no discriminación por razón de sexo en el ámbito de las relaciones laborales ni ha facilitado avances cualitativos -sin afrontar las cuestiones jurídicas relacionadas con el acceso de la mujer a puestos directivos-, ni cuantitativos -ausencia de datos ciertos sobre la promoción en las categorías comunes-. Tal vez solo la incorporación de los planes de igualdad en el contenido de los convenios colectivos y la generalización de medidas de acción positiva puedan permitir el deseado equilibrio en la composición de las plantillas de la empresas.
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	Cuyo título completo es: Directiva 2002/73/CE, del Parlamento y del Consejo, de 23 de septiembre de 2002, de modificación de la Directiva 76/207/CEE, de 9 de febrero de 1976, relativa a la aplicación del principio de igualdad de trato entre hombres y mujeres en lo que se refiere al acceso al empleo, a la formación y a la promoción profesionales, y a las condiciones de trabajo.
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	Se han seleccionado los que tenían alguna alusión al tema que nos ocupa, preferentemente los posteriores a la LO 3/2007, salpicados de algunos inmediatamente anteriores para establecer un criterio de comparación.
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	Por todas, vid. Ley de la Comunidad Autónoma de Galicia 7/2004, de 16 de julio, para la igualdad de mujeres y hombres (DOG de 3 de agosto).
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	Vid., al respecto, las ya antiguas SSTCo 59/1982, de 28 de julio (BOE de 18 de agosto), 77/1993, de 31 de mayo (BOE de 5 de julio) y 22/1994, de 27 de enero (BOE de 2 de marzo).
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	Art. 7 del II CC de la empresa Consum, Sociedad Cooperativa Valenciana, 18 de diciembre de 2007 (BOE de 11 de marzo de 2008).
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	Como ejemplo de escasa presencia, vid. la disp. final 6.ª del III CC de las empresas del Grupo Ortiz (Ortiz Grupo empresarial, SL; Ortiz Construcciones y Proyectos, SA; Ortiz Área Inmobiliaria, SL; Compañía Internacional de Construcción y Diseño, SAU -CONDISA; INDAG, SAU; PRORAX, SAU; INDITEC, SAU; ARTEISA, SAU; ICMA.PROAKIS, SAU; Contratas y Servicios Ferroviarios, SAU -COSFESA; EMCA Sociedad Concesionaria, SL, y AGRICASA, SAU), de 10 de diciembre de 2008 (BOE de 9 de marzo de 2008), que impone la aplicación del plan negociado a todas las empresas del grupo aunque por su tamaño no tuviesen la obligación de tenerlo.
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	Art. 51 del CC de Asepeyo, Mutua de Accidentes de Trabajo y Enfermedades Profesionales de la Seguridad Social, de 15 de diciembre de 2009 (BOE de 3 de marzo de 2010), por el que se crea una «Comisión de seguimiento», compuesta por los representantes de la empresa y la representación legal de los trabajadores que ya negocia el plan de igualdad.
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	Vid. CC de Asepeyo (cit.).


	 Ver Texto 




	 (21) 

	Vid.art. 12 del CC entre la empresa Asistencia Distribución y Servicios y su personal, de 4 de febrero de 2010 (BOE de 27 de abril); en los mismos términos el art. 13 del XV CC de Ford España, SL (BOE de 10 de mayo de 2010).
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	Tal sucede con la «Comisión mixta de interpretación y control» prevista en el art. 39 del CC del Grupo de Empresas Zena, SL, («Food Service Projet, SL», «Grupo Zena de Restaurantes, SA», «Zena Grupo de Restauración, SA», «Grupo Zena Pizza, S. Com. P.A.», «Grupo Zena Tri, SL», «Iberdal Canarias, SL» y «Kefco Restauración, SL»), de 21 de diciembre de 2007 (BOE de 26 de marzo de 2008); o con la «Comisión de trabajo para la igualdad de oportunidades y la no discriminación en el trabajo», según el art. 62 del II CC de la empresa Consum (cit.).
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	Art. 15.1 del I CC Iberdrola Inmobiliaria (cit.); art. 18 del CC estatal de la empresa Supercor (cit.); y art. 13 del II CC de la empresa gas natural Informática (cit.).


	 Ver Texto 




	 (30) 

	En el art. 39 del CC del Grupo de empresas Zena (cit.), se muestra la preocupación por utilizar un posible plan de empleo para enseñar las nuevas tecnologías a los trabajadores.


	 Ver Texto 




	 (31) 

	Arts. 144 y 145 del XV CC de Ford España (cit.).


	 Ver Texto 




	 (32) 

	Ibíd.


	 Ver Texto 




	 (33) 
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	Plan de Igualdad del Grupo Iberdrola, de 12 de marzo de 2009. Consúltese en: http://www.ccoo.es/comunes/temp/recursos/1/292611.pdf.
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	Acuerdo Marco de Negociación e Implantación de los Planes de Igualdad en el Grupo Ferrovial, de 22 de junio de 2009. Consúltese en: http://www.ccoo.es/comunes/temp/recursos/1/215037.pdf.
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	Plan de igualdad de Danone, SA, que forma parte de su convenio colectivo, de 23 de julio de 2009 (BOE de 9 de septiembre); y Plan de igualdad en las Sociedades de Fabricación del Grupo INDITEX (3 de marzo de 2009). Consúltese en: http://www.ccoo.es/comunes/temp/recursos/1/215122.pdf.
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	Plan de Igualdad Asepeyo Monalisa, de 27 de enero de 2009. Consúltese en: http://www.innovatecsc.com/files/plan_igualdad_innovatec.pdf.
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	Plan de Igualdad de ISS Facility Services, SA, de abril de 2009. Consúltese en: http://www.ccoo.es/comunes/temp/recursos/1/215108.pdf.
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	Plan de Igualdad entre Mujeres y Hombres de Mercadona, de 17 de diciembre de 2009. Consúltese en: http://www.ccoo.es/comunes/temp/recursos/1/353404.pdf.
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	Tan es así que, de entre las fuentes utilizadas, únicamente una, el Plan de igualdad de Danone, SA (cit.), se ha integrado en su convenio colectivo.
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	Plan de Igualdad de Unión de Mutuas 2009-2010. Consúltese en: http://www.uniondemutuas.es/images/stories/PDF/planigualdadum.pdf.
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	Vid. Plan Estratéxico de Igualdade de Oportunidades entre Mulleres e Homes das USC 2009-2011 (aprobado por la Junta de Gobierno de la Universidad de Santiago de Compostela de 25 de marzo de 2009), el cual, al definir el principio de «presencia o composición equilibrada», asegura una representación de «mujeres y hombres de forma que, en el conjunto a que se refiere, las personas de cada sexo no superen el 60%, ni sean menos del 40%». Consúltese en: http://www.usc.es/export/sites/default/gl/servizos/oix/descargas/plan_estratexico09.pdf.
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Grafico 8. Crecimiento del empleo y fecundidad
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Grafico 6. Tasa de empleo, por sexo (2005 y 2009)
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Tomado y adaptado de: André Sapir, Globalisation and the Reform of European
Social Models Bruegel Policy Brief, N° 1, Novi (2005).
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